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 El trabajo es un derecho fundamental consagrado en el artículo 25 de la Carta Política 
de Colombia y cuya efectivización se logra mediante el cumplimiento de los principios 
fundamentales constitucionales establecidos en el artículo 53 ibídem, sin los cuales no 
puede hablarse de una tutela efectiva de este derecho.  
 
 Dicha prerrogativa se puede ejercer de diferentes maneras, las cuales, prima facie, se 
encuentran contempladas en el Código Sustantivo del Trabajo, en donde se reglamentan 
las formas de contratación que pueden darse, partiendo del contrato de trabajo escrito en 
sus modalidades de definido, indefinido, por obra o labor contratada y finalmente la 
admisión del contrato verbal, habiéndose contemplado figuras como la prestación de 
servicios o a través de cooperativas asociadas de trabajo, a través de las cuales se vulneran 
derechos fundamentales de las personas que se adhieren y donde la jurisprudencia ha 
reconocido la existencia de un verdadero contrato de trabajo, bajo la denominación de “la 
primacía de la realidad”, esto es, algunas modalidades de contratación resultan 
beneficiosas para los empleadores, quienes por no conceder las prestaciones de las que son 
destinatarios sus trabajadores los contratan mediante formas donde no deben pagarse.  
 
 Por ello, el presente trabajo resulta de relevancia manifiesta, porque se ha de analizar 
la aplicación de derechos propios de los trabajadores en Colombia, como es el caso del 
derecho de asociación, cuando se utilizan figuras como la mencionada y algunos otras 
formas de vinculación laboral que conllevan a la vulneración de los derechos 




fundamentales de los trabajadores, esencialmente en la ciudad de Armenia, durante los 
años 2010 a 2011.  
 
 Para el efecto se utilizaron fuentes doctrinarias, normativas y jurisprudenciales, 
especialmente sentencias proferidas por la Corte Constitucional de Colombia que le dan 
alcance tanto al derecho al trabajo como de asociación y a renglón seguido analizar las 
problemáticas que han dado pie el surgimiento de la llamada estabilidad laboral reforzada 
y otras que pretenden la protección efectiva de los derechos laborales de la mano de obra 
en Colombia.  
  




2. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
Colombia es un Estado con mano de obra activa, las condiciones económicas de la 
mayoría de la población requieren que sus miembros busquen empleo en aras de satisfacer 
sus necesidades básicas, apelando a lo que la Corte Constitucional ha denominado los 
recursos para su congrua subsistencia, situación que lleva a muchas personas a vincularse 
sin tener en cuenta que tienen garantías mínimas para el efecto.  
 
Así pues, muchas empresas, incluso entidades estatales tienen diversas maneras de 
ejecutar sus funciones, y lo hacen a través del personal denominado de planta que bien 
puede ser contratado a través de la figura de la carrera administrativa o bien realizando la 
contratación que para el efecto se estipula en la Ley 80 de 1993. Teniendo en cuenta lo 
anterior, en la actualidad se presenta una situación que debe ser analizada desde la 
academia que es el caso de la simulación de contratos laborales a través de los contratos de 
prestación de servicios, la cooperativas de trabajo asociado y otras, lo que se traduce en el 
hecho que no hay formalización en el empleo habiendo numerosas personas que llevan 
muchos años sin que se paguen las prestaciones que legalmente se han establecido en 
Colombia, configurándose con esta situación una vulneración de derechos laborales y 










2.1. Formulación del Problema de Investigación  
 
Teniendo en cuenta las consideraciones señaladas precedentemente el problema de 
investigación se puede sintetizar en el siguiente interrogante ¿Cuál es el índice de violación 



























Los principios mínimos establecidos en el artículo 53 de la Carta Política establecen 
un conjunto de parámetros a partir de los cuales se debe desarrollar una relación laboral. 
No obstante la precitada norma se ve desdibujada por las malas prácticas empresariales que 
conllevan a un incremento de vulneración de derechos laborales en las empresas, lo que se 
vislumbra en el municipio de Armenia durante los años 2010 a 2011, de donde emerge que 
no se respeta la disposición constitucional y tampoco las reglas que se establecen en el 


























La información recaudada permitirá conocer cuales son las violaciones de los 
preceptos legales y de los derechos fundamentales  de los trabajadores en la contratación y 
podrá ser utilizada esta información por las empresas para determinar los errores en que se 
incurre por parte de las mismas cuando vinculan su personal a través de las CTA. 
 
  






a. Objetivo General 
 
Evaluar el índice de violación del derecho al trabajo en el distrito judicial de 
Armenia durante el periodo 2010-2011. 
 
b. Objetivos Específicos 
 
 Identificar las distintas problemáticas sociales y jurídicos que se presentan frente 
al derecho al trabajo como categorización de un derecho Fundamental.  
 
 Analizar los pronunciamientos judiciales proferidos por la Corte Constitucional, 
Corte suprema de Justicia y Consejo de Estados, que han ahondado sobre la relación 
laboral y la prevalencia de los derechos al trabajo.  
 
 Establecer las causas que llevan a los empleadores a no reconocer todas las 











6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1. MARCO TEÓRICO  
 
1. Definición de trabajo 
“No es posible concebir al hombre sin asociarlo a alguna actividad productiva, ni se 
concebiría el estado actual de desarrollo de la sociedad si no se tuviera presente el papel 
que el trabajo ha desempeñado en la creación de todo el conjunto de bienes de que disfruta 
la humanidad para la satisfacción de su múltiples necesidades. Todo el progreso que puede 
admirar la humanidad es fruto del trabajo. Sin la actividad productiva del nombre 
seguramente fuera muy distinta la realidad que hoy se nos ofrece a la vista”. 
Y es que el trabajo como “actividad del hombre encaminado a un fín, mediante el 
cual transforma y adapta los objetos de la naturaleza para dar satisfacción a sus 
necesidades” o como “toda actividad productiva del hombre”, no se dá referido en 
particular a ese hombre individualmente considerado, sino que se da en medio de relaciones 
sociales -donde no todos desarrollan las mismas actividades-, en las que unos entregan su 
capacidad en una labor para otros, quienes a su vez, a cambio les pagan el esfuerzo, físico 
o mental, por la labor realizada. El resultado de la labor, fruto del esfuerzo físico o 
intelectual, le pertenece al que paga. Mientras, el que trabaja debe comprar lo que fabricó 
para la satisfacción de sus necesidades. 
Sobre esta realidad han habido esencialmente dos interpretaciones y concepciones 
filosóficas que se destacan: 
El pensamiento idealista que parte desde un punto de vista estático, atribuyendo la 
creación del mundo y del hombre a un principio vital externo y superior a él, Dios, quien 




creó y gobierna el mundo y a Él están sometidas todas las cosas y criaturas que lo pueblan. 
El hombre debe acatar sumiso los mandatos de la divinidad y observar sus leyes. 
Los hombres desobedecieron las leyes, pecaron, y causaron la ira de Dios y fueron 
condenados por Él a padecer, trabajando, eternamente: “Con el sudor de tu rostro ganarás 
el pan hasta que vuelvas a la tierra, porque de ella fuiste tomado; pues polvo eres y al polvo 
volverás” 
Hoy, esta tesis, para justificar la flexibilización, se propone desde la igualdad de todos 
los hombres para contratar en el mercado laboral, partiendo de la voluntad de 
autorregulación y de la capacidad de producción para competir en mejores condiciones 
internacionalmente, donde el trabajador es el principal responsable de la ganancia y si no 
es productivo no se podrá ganar el pan. 
La otra tesis que se ha tenido en cuenta, la materialista, hace referencia a la aparición 
del hombre como evolución de la materia, de donde proviene la vida en sus diversas 
manifestaciones; parte de lo simple para llegar a lo complejo, a través de un proceso 
evolutivo. No se parte del sometimiento por medio del castigo, sino de la base de una 
necesidad del hombre para su subsistencia. Para el materialismo el trabajo es la base 
fundamental de la organización social, el factor primordial de la creación de la riqueza y el 
medio más expédito para la dignificación de la existencia humana. Estos principios forman 
parte de la concepción Socialista del Estado. 
Esta tesis, no obstante formar parte de la concepción Socialista del Estado, ha sido 
buscada por los trabajadores en la sociedad de producción capitalista, a fín de conseguir 
mejores condiciones de vida y de trato en las relaciones laborales, promoviendo la 
redistribución de la riqueza y una mejor participación en la ganancia; desafortunadamente 




la configuración de un mundo unipolar, con políticas de ajuste, reacomodación de las 
realidades económico – productivas y globalizante ha convertido este propósito en el 
demonio a exorcizar. 
Sin embargo, con base en la concepción socialista del trabajo es desde donde se 
generan la crítica y el señalamiento al capital, como oposición al trabajo, que se queda con 
la ganancia - valor excedente del trabajo, la “plusvalía”, sin importarle las condiciones en 
que se encuentren quienes tienen que vender su trabajo. 
Pues bien, esta actividad que no siempre ha sido libre, se ha desarrollado en la historia 
socialmente, contando con unas características específicas y generando una determinada 
cantidad de riqueza, determinando de esta manera etapas o modos de producción, los que 
a su vez han caracterizado el tipo de relaciones que se han dado entre los hombres y las 
luchas que se han librado para transformar tales modos de producción. 
Los Derechos fundamentales 
El concepto de derecho fundamental, es quizá el más importante de las 
Constituciones contemporáneas. Colombia acogió esta figura en la Constitución de 1991. 
Una definición sintética de estos derechos es la siguiente: son los derechos inherentes a la 
persona humana. Usualmente se les ha identificado con los derechos individuales, sin 
embargo en Colombia han sido reconocidos por la Corte Constitucional algunos derechos 
pertenecientes a la llamada segunda generación, es decir, ha reconocido como derechos 
fundamentales ciertos derechos sociales que son necesarios para que la persona humana 
cuente con una vida digna. 
El título II capítulo I de nuestra Carta Política se ocupa según se indica de forma 
expresa de los "derechos fundamentales", sin embargo la Corte Constitucional ha sostenido 




que el Constituyente no determinó en forma taxativa cuáles eran los derechos 
constitucionales fundamentales, sino que fue su voluntad conferir simplemente un efecto 
indicativo a la ubicación y titulación de las normas constitucionales. 
Por consiguiente, hay que concluir que en nuestro país los derechos fundamentales 
no sólo son los que aparecen en el título y capítulos referidos, en vista de ello nuestra Corte 
Constitucional utiliza para reconocer los derechos fundamentales otros criterios1. Para la 
Corte hay criterios principales y subsidiarios de interpretación. Acoge como principales: el 
que se trate de un derecho esencial de la persona y el reconocimiento expreso de la 
Constituyente (un caso ejemplificativo es el artículo 44 que se refiere a los derechos de los 
niños como derechos fundamentales); acoge como criterios auxiliares, los cuáles no bastan 
por sí solos: la inclusión del derecho en tratados internacionales, que se trate de un derecho 
de aplicación inmediata; que posea un "plus" para su modificación (se refiere a los que 
requieren de referendo para ser reformados) y por último la ubicación y denominación. 
Así mismo, para que un determinado derecho sea tenido como fundamental la Corte 
Constitucional Colombiana considera que debe reunir tres requisitos: conexión directa con 
los principios constitucionales, eficacia directa y contenido esencial (núcleo básico del 
derecho). (Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T- 778 de junio de 1992. Magistrado 
Ponente: Ciro Angarita Barón.). 
6.2. MARCO JURÍDICO  
Como marco jurídico del presente trabajo de investigación se tiene: 
 
 Constitución Política de Colombia artículo 53 
 Código Sustantivo del Trabajo 
 Ley 80 de 1993 artículo 32 





El bloque de constitucionalidad de esta figura jurídica, también se encuentra 
condensado en diferentes normas como lo es aquellos instrumentos que regulan  el derecho 
al descanso necesario, la remuneración de horas extras, nocturnas, dominicales y festivos, 
la especial protección a la  mujer, y la especial protección que merecen los teletrabajadores 
establecida en el artículo 25 y 53 de la Constitución, en el artículo 7.d) del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales y en el artículo 7.g) y h) del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
  
 Por otro lado, el Estado Colombiano se encuentra obligado internacionalmente a 
implementar sistemas de medición objetiva, según lo establecido en el Convenio 100 OIT 
que permitan identificar la eficacia de la figura jurídica mencionada.  
 
 En julio de 1997, la Comisión Europea adoptó una serie de recomendaciones sobre 
el mercado de trabajo en la sociedad de la información. Dichas recomendaciones incluían 
el compromiso de fomentar el teletrabajo en Europa. En 1998 la Dirección General de 
Empleo, Asuntos Sociales e Igualdad de Oportunidades y la Dirección General de la 
Sociedad de la Información lanzaron un proyecto piloto que años después dio como 
resultado la adopción del “Convenio sobre el Teletrabajo”, con la participación de La 
Confederación Europea de Sindicatos (CES), la Unión de Confederaciones de la Industria 
y de Empresarios de Europa (UNICE) / la Unión Europea del Artesanado y de la Pequeña 




y Mediana Empresa (UNICE/UEAPME) y el Centro Europeo de la Empresa Pública 
(CEEP). 
 
 De igual manera, Colombia ha ratificado diferentes convenios de los OIT que 
respaldan esta conclusión. Así, el Convenio 87 “sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación, 1948”, señala dentro de sus considerandos que “el preámbulo 
de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo enuncia, entre los medios 
susceptibles de mejorar las condiciones de trabajo y de garantizar la paz, "la afirmación del 
principio de la libertad de asociación sindical". De igual manera, el artículo 2 dispone que 
“Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, 
tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el 
de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las 
mismas”. 
 
 En igual sentido, señala el Convenio 144 “sobre la consulta tripartita (normas 
internacionales del trabajo), 1976”, aprobado mediante la Ley 410 de 1997, que establece 
la obligación de participación de los representantes de los trabajadores, especialmente en 
el marco de los derechos sindicales. Expresamente señaló que  “Recordando las 
disposiciones de los convenios y recomendaciones internacionales del trabajo existentes -
- y en particular del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 
sindicación, 1948; del Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva, 1949, y de la Recomendación sobre la consulta (ramas de actividad económica 
y ámbito nacional), 1960 -- que afirman el derecho de los empleadores y de los trabajadores 




de establecer organizaciones libres e independientes y piden que se adopten medidas para 
promover consultas efectivas en el ámbito nacional entre las autoridades públicas y las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores, así como las disposiciones de numerosos 
convenios y recomendaciones internacionales del trabajo que disponen que se consulte a 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores sobre las medidas que deben tomarse 
para darles efecto”. En estos mismos términos señala el artículo 1 que “En el presente 
Convenio, la expresión organizaciones representativas significa las organizaciones más 
representativas de empleadores y de trabajadores, que gocen del derecho a la libertad 
sindical. 
  




7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
7.1 Tipo de Investigación 
 
Los tipos de investigación difícilmente se presentan puros; generalmente se 
combinan entre sí y obedecen sistemáticamente a la aplicación de la investigación.  En 
realidad se puede hablar de una cierta ascendencia empezando desde los tipos más simples 
de trabajo como los exploratorios, llegando a las investigaciones que nos proporcionan 
descripciones sistemáticas y detalladas. Para el siguiente trabajo de grado 
fundamentalmente se utilizará la Investigación Descriptiva, ya que responde a las 
características del problema planteado, en relación a la manera en que los empleadores 
violan los derechos fundamentales de sus trabajadores evadiendo  las responsabilidades 
laborales con sus trabajadores. 
 
La investigación descriptiva comprende la descripción, registro, análisis e 
interpretación de la naturaleza actual, y la composición o procesos de los fenómenos. El 
enfoque se hace sobre conclusiones dominantes o sobre cómo una persona, grupo o cosa 
se conduce o funciona en el presente. 
 
La investigación descriptiva trabaja sobre realidades de hecho, y su característica 
fundamental es la de presentarnos una interpretación correcta; el estudio será explorativo 
con miras a consecución de datos fieles y seguros para la sistematización de estudios 
futuros. 
 




Este tipo de investigación, nos permitirá efectuar un análisis respecto a la evaluación 
jurídica de la forma en que los empleadores evaden sus obligaciones laborales a través del 
uso de las cooperativas de trabajo asociado. 
 






























8. DESARROLLO TEMÁTICO 
CAPITULO I: EL ALCANCE DEL DERECHO AL TRABAJO Y LOS 
PRINCIPIOS MÍNIMOS DE LA RELACIÓN LABORAL EN COLOMBIA. 
 
De manera general el derecho a la estabilidad en el empleo estipulada en el artículo 
53 de la Constitución Política, es un principio que rige las relaciones laborales, que implica 
que el cumplimiento estricto de las obligaciones que demanda el desarrollo del objeto del 
contrato de trabajo por parte del empleado, redunda en la conservación de su cargo, salvo 
que exista una causa o motivo establecido en la ley o en el contrato para que el empleador 
pueda dar por terminada la relación de trabajo. De allí que se establezca que:  
  
 “(…) la efectividad del ejercicio del derecho al trabajo, como ocurre para cualquier 
otro trabajador, está sometida a la vigencia directa en las relaciones laborales de unos 
principios mínimos fundamentales establecidos en el artículo 53 de la Carta Política. 
Cuando la parte trabajadora de dicha relación está conformada por un discapacitado, 
uno de ellos adquiere principal prevalencia, como es el principio a la estabilidad en el 
empleo, es decir a permanecer en él y de gozar de cierta seguridad en la continuidad 
del vínculo laboral contraído, mientras no exista una causal justificativa del despido, 
como consecuencia de la protección especial laboral de la cual se viene hablando con 
respecto a este grupo de personas”. (Corte Constitucional, Sentencia T-738 de 2009). 
 
Ahora, el contrato de trabajo es la forma contractual típica del derecho del trabajo, 
de ahí que se encuentre una detallada reglamentación en la legislación laboral a partir de 
su definición en el artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo, de conformidad con el 
cual el contrato de trabajo es aquél por el cual una persona natural se obliga a prestar un 
servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o 




subordinación de la segunda y mediante remuneración. (Corte Constitucional, Sentencia 
T-706 de 2006). 
  
De otro lado, el artículo 53 de la Constitución Política consagra los principios 
fundamentales de las relaciones laborales y entre ellos se encuentra la igualdad de 
oportunidades para los trabajadores, la remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo, estabilidad en el empleo, irrenunciabilidad a los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales, facultades para transigir y conciliar sobre 
derechos inciertos y discutibles, situación más favorable al trabajador en caso de duda en 
la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho, primacía de la realidad 
sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, garantía a la 
seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario, protección 
especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 
  
La Corte Constitucional ha hecho de la primacía de la realidad un principio de 
interpretación en materia laboral, señalando:   
  
“La primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las 
relaciones laborales, es un principio constitucional (C.P. art. 53). La entrega libre de 
energía física o intelectual que una persona hace a otra, bajo condiciones de 
subordinación, independientemente del acto o de la causa que le da origen, tiene el 
carácter de relación de trabajo, y a ella se aplican las normas del estatuto de trabajo, las 
demás disposiciones legales y los tratados que versan sobre la materia. La prestación 
efectiva de trabajo, por sí sola, es suficiente para derivar derechos a favor del trabajador, 
los cuales son necesarios para asegurar su bienestar, salud y vida. Las normas laborales 
nacionales e internacionales, en atención a la trascendencia del trabajo y a los intereses 
vitales que se protegen, están llamadas a aplicarse de manera imperativa cuando quiera 




se configuren las notas esenciales de la relación de trabajo, sin reparar en la voluntad de 
las partes o en la calificación o denominación que le hayan querido dar al contrato”. 
(Corte Constitucional, Sentencia T-706 de 2006). 
  
De lo anterior se deduce, que al operador judicial debe interesar el contenido material 
de la relación, sus características y los hechos que en realidad la determinan, más que la 
denominación utilizada por los contratantes para definir el tipo de relación que contraen. 
  
Así las cosas, para  determinar cuándo se está ante una relación de trabajo, debe 
tenerse en cuenta lo prescrito por el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo 
modificado por la ley 50 de 1990, el cual señala los elementos esenciales de una relación 
de trabajo, así:  
 
1. Que la actividad sea cumplida personalmente por el trabajador. 
2. Que exista continua subordinación o dependencia del trabajador respecto del 
empleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier 
momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle 
reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. 
Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del trabajador 
en concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos 
humanos relativos a la materia obliguen al país.  
3. Que el pago de un salario como retribución del servicio. 
  
Cuando se cumplen los requisitos mencionados anteriormente, se entiende que existe 
contrato de trabajo, y por lo tanto es irrelevante las calificaciones o denominaciones dadas 
por las partes, lo cierto es que el contrato de trabajo es una realidad, que supera las 
formalidades. 





Ahora bien, el trabajador tiene como garantía de su relación laboral el artículo 24 del 
Código Sustantivo del Trabajo dispone que “Se presume que toda relación de trabajo 
personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual implica que puede ser desvirtuada 
por el empleador con la demostración del hecho contrario, es decir, probando que el 
servicio personal del trabajador no se prestó con el ánimo de que le fuera retribuido, o en 
cumplimiento de una obligación que le impusiera dependencia o subordinación1.  
  
Adicionalmente la relación que existía entre el principio de la primacía de la realidad 
sobre la formalidades en las relaciones laborales y el mandato de prevalencia del derecho 
sustancial, implicaba una remisión al contenido material de la relación laboral, se indicó el 
efecto relacionado con la aplicación de las normas laborales y se resaltó que el principio 
teleológicamente estaba dirigido a impedir que el patrono se aproveche de la situación de 
inferioridad del trabajador. Al respecto expuso lo siguiente: 
  
  
“Este principio guarda relación con el de prevalencia del Derecho sustancial sobre las 
formas externas, consagrado en el artículo 228 de la Constitución en materia de 
administración de justicia. 
  
“Más que las palabras usadas por los contratantes para definir el tipo de relación que 
contraen, o de la forma que pretendan dar a la misma, importa, a los ojos del juez y 
por mandato expreso de la Constitución, el contenido material de dicha relación, sus 
características y los hechos que en verdad la determinan. 
  
                                                            
1 Sobre el particular: ibídem  




“Es esa relación, verificada en la práctica, como prestación cierta e indiscutible de un 
servicio personal bajo la dependencia del patrono, la que debe someterse a examen, 
para que, frente a ella, se apliquen en todo su rigor las normas jurídicas en cuya 
preceptiva encuadra. 
  
“Eso es así, por cuanto bien podría aprovecharse por el patrono la circunstancia de 
inferioridad y de urgencia del trabajador para beneficiarse de sus servicios sin dar a la 
correspondiente relación jurídica las consecuencias que, en el campo de sus propias 
obligaciones, genera la aplicación de las disposiciones laborales vigentes, merced a la 
utilización de modalidades contractuales enderezadas a disfrazar la realidad para 
someter el vínculo laboral a regímenes distintos. (Corte Constitucional, Sentencia C-
166 de 1997.) 
  
Debe ser entonces el empleador, quien para desvirtuar la presunción, debe acreditar 
ante el juez que la relación que existe se deriva de un contrato civil o comercial y la 
prestación de los servicios no se rige por las normas de trabajo, sin que para ese aspecto 
probatorio sea suficiente la exhibición del contrato correspondiente. El juez con 
fundamento en el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las 
formalidades, será quien analice las pruebas aportadas, a fin de determinar si se desvirtúa 
tal presunción. 
  
Posteriormente y teniendo en cuenta la consolidación del principio de la primacía de 
la realidad se estableció que el principio de la prevalencia de la realidad sobre las 
formalidades en las relaciones laborales no sólo es relevante en la jurisdicción ordinaria 
laboral sino en sede de tutela, siempre y cuando su desconocimiento conlleve la 
vulneración de los derechos fundamentales del trabajador. Lo anterior, por cuanto el juez 
de tutela tiene el deber de verificar el contenido material de las relaciones y no las formas 




jurídicas, pues sólo de esa manera es posible inferir si se vulneraron o no derechos 
fundamentales. En conclusión, el principio de primacía de la realidad en las relaciones 
laborales permite determinar la situación real en que se encuentra el trabajador respecto 
del patrono, la realidad de los hechos y las situaciones objetivas surgidas entre estos. 
Debido a esto es posible afirmar la existencia de un contrato de trabajo y desvirtuar las 
formas jurídicas mediante las cuales se pretende encubrir, tal como ocurre con los 
contratos civiles o comerciales o aún con los contratos de prestación de servicios. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-150 de 2000).  
  
La estabilidad laboral  
  
La jurisprudencia constitucional también ha hecho mención dentro de la 
problemática de los contratos de prestación de servicios y analizando su configuración en 
las entidades del considerado principio de la estabilidad laboral que se sintetiza en el 
siguiente pronunciamiento:  
 
“(…) se puede afirmar que (i) en principio no existe un derecho fundamental a la 
estabilidad laboral; sin embargo, (ii) frente a ciertas personas se presenta una 
estabilidad laboral reforzada en virtud de su especial condición física o laboral. No 
obstante, (iii) si se ha presentado una desvinculación laboral de una persona que reúna 
las calidades de especial protección la tutela no prosperará por la simple presencia de 
esta característica, sino que (iv) será necesario probar la conexidad entre la condición 
de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, constitutiva de un acto 
discriminatorio y un abuso del derecho. Por último, (v) la tutela sí puede ser 
mecanismo para el reintegro laboral de las personas que por su estado de salud 
ameriten la protección laboral reforzada, no olvidando que de presentarse una justa 




causa podrán desvincularse, con el respeto del debido proceso correspondiente. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-519 de 2003.). 
  
Ahora bien, el derecho a la estabilidad laboral reforzada de los trabajadores no puede 
ser entendido como la simple imposibilidad de retirar a un trabajador sino que comporta el 
derecho a la reubicación en un puesto de trabajo en el que pueda potencializar su capacidad 
productiva y realizarse profesionalmente. De igual forma, la Corte ha señalado que el 
derecho a la reubicación laboral no se limita al simple cambio de funciones, sino que 
comporta la proporcionalidad entre las labores y los cargos previamente desempeñados y 
los nuevos asignados, así como el deber del empleador de brindar al trabajador la 
capacitación necesaria para que se desempeñe adecuadamente en su nueva labor. 
 
8.1. PRONUNCIAMIENTOS JUDICIALES SOBRE LOS DERECHOS 
LABORALES  
 
En el presente acápite se relacionarán las sentencias proferidas por las Altas Cortes, 
de las que se extracta la relevancia que han adquirido los derechos fundamentales de los 
trabajadores, en la relaciones labores y la primacía de la realidad.  
 
8.1.2. JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  
 
Línea jurisprudencial sobre cooperativas de trabajo asociado. 
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ARÉVALO V. Y 
CIA. LTDA. 
No casa. Pero avala el soporte 
fundamental del Tribunal para 
condenar a la demandada gravitando 
en que la labor desarrollada por el actor 
antes y con posterioridad al convenio 
de trabajo asociado fue subordinada, 
por lo que entendió que la Cooperativa 
y la sociedad llamada a juicio 
disfrazaron el verdadero contrato de 
trabajo,  y en puridad aquella aserción 
(trabajo subordinado) no es 
desvirtuada en el cargo con la prueba 
denunciada.  
 
Trajo a colación las consideraciones 
sentadas por la Corte Suprema de 
Justicia al estudiar un asunto de 
similares contornos en el  sentido de 
que no podrá estimarse “que quien ha 
acudido a la fraudulenta utilización de 
la contratación con una cooperativa de 
trabajo asociado exista algún elemento 
que razonablemente pueda ser 
demostrativo de buena fe de esa 
persona, porque si realmente ostenta la 
calidad de empleadora, se estará en 
presencia de una conducta tendiente a 
evadir el cumplimiento de la ley 
laboral, lo que, en consecuencia, 
amerita la imposición de sanciones 
 
 















como la moratoria debatida en el 
presente proceso” (sentencia de 6 de 
diciembre de 2006, radicación 25.713).  



























C LTDA.”  
La Corte casa, accediendo a las 
pretensiones esbozadas por el 
accionante ya que declara la no 
existencia de Cosa Juzgada visto que 
ante la ocurrencia del accidente de 
trabajo sufrido por el señor PINEDA 
PUERTO, la Cooperativa 
efectivamente si pagó la 
indemnización correspondiente, pese a 
esto no la exime de pagar la pensión de 
invalidez  ya que posteriormente 
realizado el respectivo examen para 
determinar la incapacidad médico legal 
este arrojó una incapacidad del 63% 
debido a este hecho posterior se 
condena a la cooperativa a pagar el 
valor correspondiente a la pensión de 
invalidez, igualmente, a sufragar las 
mesadas dejadas de percibir por el 
actor hasta el momento que se le 

























No casó. Considerando, que importa 
anotar que la inferencia en torno a los 
actos de intermediación de la 
cooperativa no fue el fundamento 
esencial de la conclusión del Tribunal 
que se baso en razonamientos facticos 
que conllevaron a aplicar el principio 
del contrato realidad establecida por 
el artículo 53 de la Constitución 
Política de 1991. Por lo tanto aún de 
encontrase que se equivocó al concluir 
que la cooperativa ejerció actos de 
intermediación laboral, ello no sería 
suficiente para dar al traste con el fallo 
impugnado, que seguiría soportado en 
las restantes consideraciones.  
Igualmente, razonó la Corte, en el 
hecho de haber suscrito el 
convenio de asociación, o sea, 
haber efectuado esa manifestación 




no significa que realmente, 
verdaderamente, en la ejecución 
de ese convenio no pudiera haber 
surgido una verídica relación de 
trabajo con la demandada.  No hay 
nada de lo allí dicho que permita 
inferir que hubo una realidad 
consistente en la sujeción del 
trabajador asociado a las normas 
propias de una relación 
cooperativa.  
En conclusión, cuando las labores 
desarrolladas por el asociado son 
diferentes a la de la cooperativa, 
lo que puede existir realmente es 
una relación laboral con la 
empresa usuaria de los servicios 
de la cooperativa de trabajo 
asociado. 
Apoyo su decisión en la sentencia de la 
misma corporación del 2 de agosto de 
2004, radicación 22259, referente al 
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No caso. Sin embargo, objeto las 
decisiones del Tribunal, ya que para 
tratar la indemnización moratoria bajo 
el artículo 65 del Código Sustantivo 
del Trabajo, pasó a considerar otro 
ingrediente de índole subjetivo 
consistente en la conducta del 
empleador incumplido, para desde esa 
perspectiva, sentar la premisa de que se 
trataba de una contratación 
“fraudulenta”, porque la Cooperativa 
“asumió un rol muy diferente al que su 
naturaleza jurídica le permite, pues, es 
bien sabido que le está vedado asumir 
funciones de una empresa de servicios 
temporales con el propósito de remitir 
trabajadores en misión para que 
presten a diferentes entidades, públicas 
o privadas su fuerza de trabajo”. Bajo 
el supuesto de que esa “usurpación” de 
funciones debía ser sancionada, pasó a 
tasar indemnización moratoria a favor 
de los reclamantes. 
Para efectos de dilucidar la 
responsabilidad solidaria, anotó que la 
que aquí se reclamaba era “sobre la 
base de la calidad de intermediario 




laboral que le atribuyeron a la 
Cooperativa de Trabajo Asociado 
demandada”, y consideró que esta 
figura se presenta cuando se alega la 
solidaridad de la seudo usuaria, en este 
caso la Empresa Ibaguereña de 
Acueducto y Alcantarillado, en los 
eventos en que se reclama la calidad de 
empleador de la empresa de servicios 
temporales que funcionó ilícitamente. 
NO COOPERADOS, MISIÓN 
TEMPORALES Y SOLIDARIDAD     
Advierte la Corte una gran confusión 
en el Tribunal, al resolver una 
reclamación orientada a establecer el 
contrato realidad por la actividad 
prestada por un asociado de una 
cooperativa para el desarrollo de un 
contrato celebrado con un objeto 
específico con otra entidad, con 
fundamento en instituciones tan 
disímiles como las del trabajo 
cooperativo, los contratos de trabajo de 
no cooperados con entidades 
cooperativas, trabajadores en misión 
de empresas de servicios temporales, y 
las figuras de solidaridad del 
beneficiario de la obra e 
intermediación laboral.      
2006 













La prestación personal del servicio de 
vigilancia y seguridad privada que se 
cumple a través de esas Cooperativas 
Especializadas, se origina por la 
condición de socio trabajador que 
ostenta el personal de la empresa en los 
términos del acuerdo cooperativo 
celebrado, y no por la existencia de un 
vínculo laboral o contrato de trabajo, 
pues los asociados que deciden libre y 
autónomamente trabajar 
mancomunada o conjuntamente en esa 
específica actividad resultan ser los 
mismos trabajadores. 
Es bueno destacar lo que reitera el 
Decreto 2996 del 16 de septiembre de 
2004, al precisar los requisitos que 
deben contener los estatutos y 
reglamentos de las Cooperativas y 
Precooperativas de Trabajo Asociado, 




en el sentido de que hizo énfasis en la 
obligatoriedad del cubrimiento del 
riesgo en materia de seguridad social, 
en relación a sus trabajadores 
asociados, al disponer en su artículo 1° 
"En desarrollo del principio 
constitucional de solidaridad, los 
estatutos, reglamentaciones, regímenes 
de compensaciones, previsión y 
seguridad social de las Cooperativas y 
Precooperativas de Trabajo Asociado, 
deberán establecer la obligatoriedad de 
los aportes al Sistema Integral de 
Seguridad Social: Salud, Pensión, 
Riesgos Profesionales y 
contribuciones especiales al SENA, 
I.C.B.F. y Cajas de Compensación 
Familiar, lo anterior sin sujeción a la 
Legislación Laboral Ordinaria. Para 
este efecto se tendrá como base para 
liquidar los aportes, las 
compensaciones ordinarias 
permanentes y las que en forma 
habitual y periódica reciba el 
trabajador asociado. En ningún caso la 
base de cotización podrá ser inferior a 



























La Corte casó, accediendo a las 
pretensiones de los demandantes. Los 
recurrentes pretenden demostrar que el 
Tribunal incurrió en error jurídico al 
considerar que no les asiste derecho a 
la pensión de sobrevivientes 
implorada, porque el de cujus jamás 
ostentó la calidad de trabajador 
dependiente y porque el Gobierno 
Nacional nunca expidió la 
reglamentación del numeral 2 del 
artículo 15 de la Ley 100 de 1993, que 
condicionó la afiliación voluntaria al 
Sistema General de Pensiones de los 
trabajadores independientes, lo cual 
debió ocurrir dentro de los tres meses 
siguientes a la vigencia de esa ley. 
En la solución de este recurso, es claro 
que el Tribunal se equivocó al 
desconocer la afiliación que en vida del 
occiso señor MORALES OSORNO, 
hizo la Asociación de Propietarios de 
Taxis y Microbuses de Cartago 




“ASOPROTAM”, de la cual recibió 
los aportes mensuales de manera 
cumplida la ARP La Equidad Seguros 
Generales Organismo Cooperativo, 
por lo cual le asiste plena razón a la 
censura y, por ende, habrá de casarse la 
sentencia en la forma solicitada en el 
alcance de la impugnación, es decir por 
recibir la ARP los aportes, ésta, está 
obligada a reconocer la pensión de 















Debe la Corte precisar que la 
contratación con cooperativas de 
trabajo asociado para la producción de 
bienes, ejecución de obras o prestación 
de servicios se halla permitida y 
reglamentada por la ley, pues 
constituye una importante fuente de 
trabajo a través de la organización 
autogestionaria de personas que 
deciden asociarse para trabajar de 
manera solidaria bajo sus propias 
reglas. Pero es claro que la 
celebración de contratos con esas 
entidades no puede ser utilizada de 
manera fraudulenta para disfrazar u 
ocultar la existencia de verdaderas 
relaciones de trabajo, con el fin de 
evadir el reconocimiento y pago de 
derechos laborales legítimamente 
causados en cabeza de quienes, pese a 
que en apariencia fungieron como 
cooperados, en realidad han ostentado 
la calidad de trabajadores 
subordinados al servicio de una 
persona natural o jurídica. Esa 
conducta no cuenta con respaldo 
jurídico y constituye una reprochable 
tergiversación del objetivo que 
persiguió la ley al permitir el 
funcionamiento de esos entes 
cooperativos, en los que debe 
prevalecer real y efectivamente, mas 
no sólo en apariencia, el trabajo 
cooperado y mancomunado de los 
trabajadores que de manera libre hayan 
tomado la decisión de organizarse para 
desarrollar su capacidad laboral. Por 
esa razón, cuando se ha contratado a 
una cooperativa de trabajo asociado 




para que preste un servicio, ejecute una 
obra o produzca determinados bienes, 
es claro que en el evento de que los 
trabajadores que adelanten la ejecución 
de las actividades en desarrollo del 
respectivo contrato se hallen sin duda 
sujetos a una subordinación 
típicamente laboral respecto del 
beneficiario del servicio, de la obra o 
de la producción de bienes, deberán ser 
considerados como sus trabajadores 
para todos los efectos legales, por 
concurrir allí los elementos que 
configuran una verdadera relación de 
trabajo, como con acierto lo concluyó 
en este caso el Tribunal, lo cual es fiel 
trasunto del principio de la primacía de 
la realidad, elevado hoy a rango 
constitucional por el artículo 53 de la 
Constitución Política. Y no podrá 
considerarse legalmente en tales 
eventos que la subordinación laboral 
que se ejerza sobre los asociados que 
haya enviado la cooperativa para el 
cumplimiento del contrato sea 
adelantada por delegación de ésta 
porque, en primer lugar, en la relación 
jurídica que surge entre el trabajador 
cooperado y la cooperativa de trabajo 
asociado no puede darse una 
subordinación de índole estrictamente 
laboral por cuanto esa relación no se 
encuentra regida por un contrato de 
trabajo, según lo dispone el artículo 59 
de la Ley 79 de 1988, y, en segundo 
lugar, porque la posibilidad de delegar 
la subordinación laboral en un tercero 
la ha previsto la ley para otro tipo de 
relaciones jurídicas, como las surgidas 
entre una empresa usuaria y una 
empresa de servicios temporales, 
calidad que, importa destacar, no 
puede asumir una cooperativa de 
trabajo asociado por ser sus funciones 
legales diferentes a las del envío de 
trabajadores en misión.  
Desde luego, no podrá considerarse 
que en quien ha acudido a la 
fraudulenta utilización de la 
contratación con una cooperativa de 
trabajo asociado exista algún elemento 




que razonablemente pueda ser 
demostrativo de buena fe de esa 
persona, porque si realmente ostenta la 
calidad de empleadora, se estará en 
presencia de una conducta tendiente a 
evadir el cumplimiento de la ley 
laboral, lo que, en consecuencia, 
amerita la imposición de sanciones 
























Surge de este modo, como tema de la 
acusación, el relacionado con la 
obligación que tenía la Cooperativa de 
afiliar al accionante al referido sistema, 
contrario a lo que consideró el 
juzgador, con sustento en el artículo 59 
de la Ley 79 de 1988. 
En cuanto a la solicitud de pensión el 
actor reclama se condene a la 
Cooperativa al pago de la pensión de 
invalidez de origen profesional por no 
encontrarse éste afiliado a un fondo de 
pensiones que cubriera este riesgo. La 
Corte no accede a la  pensión del 
accionante ya que por las 
características del personal asociado -
agentes pensionados de la -POLICÍA 
NACIONAL-, no cabe duda que tienen 
amparadas las respectivas 
contingencias. Pero para suplir esa 
responsabilidad de la Cooperativa, por 
su omisión de amparar el riesgo de 
invalidez a través de una Entidad de 
Seguridad, no podría en este caso 
imponérsele a pagar la pensión de 
invalidez reclamada por el actor, 
porque tanto sus estatutos, como la Ley 
79 de 1988 y Decreto Reglamentario 
468 de 1990, no previeron ese 
reconocimiento, como consecuencia 
de la aludida omisión. Es más, el 
artículo 59 de la citada Ley 79 de 1988, 
declarado exequible por la Corte 
Constitucional, fue explicito en 
consagrar, que el régimen de previsión, 
seguridad social…, será establecido en 
los estatutos y reglamentos en razón a 
que se originan en el acuerdo 
cooperativo y, por consiguiente, no 




estará sujeto a la legislación laboral 
aplicable a los trabajadores 
dependientes, es decir, las partes en los 
estatutos cooperativos no previeron 
como  iba a proceder en caso de 
presentarse esta clase de 
contingencias, además, no puede 
dejarse de lado que la Cooperativa 
intentó afiliar a sus asociados para el 
cubrimiento de riesgo, a una entidad de 
seguridad social, acorde con el artículo 
15 del Decreto R. 468 de 1990, pero 
fueron ellos los que rechazaron esa 
iniciativa en Asamblea General, tal 
como consta dentro del expediente 
(folio 296 y ss). De otra parte, era su 
deber constituir un Fondo especial 
cuando los servicios los prestara 
directamente, según el mismo artículo 
15 comentado, pero está claro que así 
no obró. Sin embargo, frente a esta otra 
omisión, tampoco puede condenársele 
a reconocer la pensión de invalidez 
demandada, porque, se repite, esa 
sanción no fue prevista por la ley que 
rige las Cooperativas, como en el caso 
de la accionada. A su vez, el Juez está 
impedido para imponer sanciones que 
el legislador no previó, frente a las 
Cooperativas de trabajo asociado. 
No sobra reiterar que la Constitución 
de 1991 instituyó la seguridad social 
como un derecho de rango 
fundamental, precisamente por sus 
inconmensurables dimensiones, y dada 
la necesaria protección de los riesgos o 
contingencias que pueden 
presentársele al ser humano, y 
específicamente, como ya se dijo, a 
quienes desarrollan labores que 














La Corte no accedió a las pretensiones 
de la demandante tomando como base 
lo establecido por el Tribunal, el cual 
determinó con sustento en la confesión 
que derivó de las respuestas a la 
demanda, que los servicios que prestó 
la actora a SALUDVIDA S.A., por 
encomendárselos INTEGRAR, fueron 
personales y subordinados; y,  estimó 
que entre las partes “existió una 







verdadera relación de trabajo”, con 
apoyo además, en una decisión de 
tutela, que dijo correspondía a “un caso 
parecido”, en el que se aludió a la 
primacía de la realidad consagrada en 
el artículo 53 de la C. N, y a que la 
vinculación “cooperativa y cooperado 
no excluye necesariamente que se de 
una relación laboral” entre ellos, lo 
cual “sucede cuando el cooperado no 
trabaja directamente para la 
cooperativa, sino para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 
tercero surge por mandato de la 
cooperativa, que fue lo que sucedió en 


















Para este evento se impone afirmar, 
independientemente de las 
regulaciones legales y estatutarias, en 
punto a la libertad de las Cooperativas 
y de sus asociados de establecer sus 
propios regímenes, que no deben ellas 
sustraerse del sistema de riesgos de 
protección, precisamente porque en el 
ejercicio de sus funciones de vigilancia 
y seguridad privada, sus asociados 
están sometidos a determinadas 
contingencias que los hace 
vulnerables, sin que puedan excluirse 
totalmente de las previsiones, en esa 
específica materia. Por ello no podría 
entenderse que con tal definición 
contrarían la naturaleza del 
Cooperativismo, ni la condición de 
asociados o gestores, diferentes a los 
trabajadores dependientes o 
subordinados. 
De esta suerte, debió pedirse el 
resarcimiento por las tantas veces 
enunciada omisión, distinta a la 
pretensión que se elevó, ya que el Juez 
está impedido para imponer sanciones 
que el legislador no previó, frente a las 












Se absolvió a la cooperativa a pesar de 
no haber realizado las cotizaciones 
para acceder a la pensión de 
sobreviviente.  













En el salvamento de voto, el 
Magistrado Eduardo López Villegas, 
donde afirma: “Ahora bien, el 
empleador, directo responsable de la 
cotización al sistema como ‘aportante’, 
y en nuestro caso también único 
responsable de la cotización por ser 
quien está a cargo del descuento que 
debe hacer para tales efectos al ingreso 
del trabajador, está llamado por la ley 
a responder por la protección del 
trabajador cuando quiera que el 
incumplimiento del período de 
cotización previo a la causación del 
derecho le es imputable, pues en ese 
caso no se produce una verdadera 
asunción de la responsabilidad por 
parte de la gestora o administradora del 
sistema, por mantenerse en la órbita 
contractual laboral la obligación 
genérica de protección patronal, que en 
el caso de los trabajadores particulares 
recuerda explícitamente el artículo 56 
del Código Sustantivo del Trabajo. 
No puede invertirse el orden de 
responsabilidad con el sólo argumento 
del ejercicio o no de acciones de cobro 
de la cotización. De esa suerte puede 
darse paso a tesis nada queridas en 
materia de responsabilidad laboral 
como las que atrás se acaban de 

















DE LECHE SAN 
MARTIN S.A. 
A pesar de no haber sido reconocida 
por la legislación del trabajo como 
forma de intermediación laboral, en la 
práctica las cooperativas de trabajo 
asociado han sido utilizadas como 
medio para el suministro de personal, 
donde sus asociados realizan la labor 
bajo la subordinación del demandante 
del servicio, desconociendo que ese 
hecho configura un verdadero contrato 
de trabajo; como consecuencia 
corresponde el pago de salarios, 
prestaciones sociales y demás 
beneficios laborales reconocidos en el 
Código Sustantivo del Trabajo. 
 
1987 









En una cooperativa la asociación es 
completamente libre y quienes se 
vinculan, pasan a compartir los 
beneficios que ellas les proporcionan 
no se da propiamente la relación de un 
patrono capitalista con su asalariado y 
que el capital de estas entidades está 
fundamentalmente conformado por el 
trabajo de los socios que laboran por 
cuenta propia debido a que, en este 
sentido, son dueños de la empresa.   
Cuando el Socio aporta su trabajo 
como tal y cumple labores 
subordinadas igual que los servidores 







 Dos relaciones jurídicas contempla la 
norma transcrita, a saber: a) Una entre 
la persona que encarga la ejecución de 
una obra o labor y la persona que la 
realiza; y b) Otra entre quien cumple el 
trabajo y los colaboradores que para tal 
fin utiliza. 
La primera origina un contrato de obra 
entre el artífice y su beneficiario y 
exige la concurrencia de estos 
requisitos: que el contratista se obligue 
a ejecutar la obra o labor con libertad, 
autonomía técnica y directiva, 
empleando en ella sus propios medios 
y asumiendo los riesgos del negocio, y 
de parte del beneficiario, que se 
obligue a pagar por el trabajo un precio 
determinado. 
La segunda relación requiere el lleno 
de las condiciones de todo contrato de 
trabajo, que detalla el artículo 23 del 
estatuto laboral sustantivo. 
El primer contrato ofrece dos 
modalidades así: 1ª La obra o labor es 
extraña a las actividades normales de 
quien encargó su ejecución; y 2ª 
Pertenece ella al giro ordinario de los 
negocios del beneficiario del trabajo. 
En el primer caso el contrato de obra 
sólo produce efectos entre los 
contratantes; en el segundo entre éstos 
y los trabajadores del contratista 
independiente. 




Según lo expuesto, para los fines del 
artículo 34 del Código Sustantivo del 
Trabajo, no basta que el ejecutor sea un 
contratista independiente, sino que 
entre el contrato de obra y el de trabajo 
medie una relación de causalidad, la 
cual consiste en que la obra o labor 
pertenezca a las actividades normales o 
corrientes de quien encargó su 
ejecución, pues si es ajena a ella, los 
trabajadores del contratista 
independiente no tienen contra el 
beneficiario del trabajo, la acción 
solidaria que consagra el nombrado 
texto legal. 
Quien se presente, pues, a reclamar en 
juicio obligaciones a cargo del 
beneficiario, emanadas de un contrato 
laboral celebrado con el contratista 
independiente, debe probar: el contrato 
de trabajo con éste; el de obra entre el 
beneficiario del trabajo y el contratista 
independiente; y la relación de 
causalidad entre los dos contratos en la 
forma ya explicada. Son estos los 
presupuestos de derecho que en favor 
del trabajador establece la disposición 




RESUMEN GENERAL CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 
 
En la siguiente gráfica se pretende sintetizar la postura asumida por la Máxima Corporación 








 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 







8.1.3. CORTE CONSTITUCIONAL 
 
CUADRO DE SENTENCIAS 
 




Cuando las labores desarrolladas por 
el asociado son diferentes a lo de 
cooperativa, lo que puede existir 
realmente es una relación laboral con 
la empresa usuaria de los servicios de 
la cooperativa de trabajo asociado.
En la relación jurídica 
que surge entre 
cooperado y la 
cooperativa de trabajo 




laboral por cuanto esa 
relación no se 
encuentra regida por 
un contrato.
Las cooperativas de trabajo 
asociado han sido utilizadas 
como medio para el suministro 
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NELSON DE JESÚS 
TRUJILLO LONDOÑO  
Vs.  ALCALDE 
MUNICIPAL DE 
YOLOMBÓ. 
TUTELAR el derecho al mínimo vital 
y a la vida digna de NELSON DE 
JESÚS TRUJILLO LONDOÑO. En 
consecuencia se ordena cancelar los 
salarios y prestaciones sociales 
dejados de pagar al Señor NELSON 
DE JESÚS TRUJILLO LONDOÑO y 
se ordena a la  Superintendencia de 
Economía Solidaria y al Ministerio de 
la Protección Social que adelanten las 
investigaciones correspondientes e 
impongan las sanciones. 
Señala la Corte que las Cooperativas 
de Trabajo Asociado no deben ser 
contratadas como mecanismo para 
burlar los derechos de los 
trabajadores. 
Estas entidades de carácter asociativo 
no están autorizadas para ofrecer 
servicios que no pueda desarrollar en 
forma autónoma, con sus propios 
asociados y recursos  para  convertirse 
en un simple intermediario laboral 
que, contrata gente para ponerla al 
servicio de un tercero quien en últimas 
es el jefe directo de los vinculados por 
la cooperativa.  
Cuando se contratan las cooperativas 
de trabajo asociado bajo estas 
condiciones los trabajadores dejan de 
estar vinculados a la cooperativa y 
pasan a ser empleados directos de 
quienes se les presta el servicio y por 
tanto deben responder por los salarios 




y prestaciones sociales, sin perjuicio 
de las sanciones a que puede sujetarse, 
tanto por el Ministerio de la 
Protección Social como por la 
Superintendencia de Economía 
Solidaria encargadas de la vigilancia y 
control de las cooperativas.    
La vinculación a una Cooperativa de 
Trabajo Asociado no excluye el 
surgimiento de una relación laboral, 
cuando el cooperado no trabaja 
directamente para la cooperativa, sino 
para un tercero, respecto del cual 
recibe órdenes y cumple horarios. Lo 
anterior, sustentado en el principio de 
la supremacía de la realidad sobre las 
formalidades establecidas por los 
sujetos en las relaciones laborales, que 
permite establecer a partir de la 
existencia de los elementos de la 
relación laboral, la existencia del 
contrato de trabajo.         
En conclusión, los mandatos 
constitucionales y legales determinan 
que, sin perjuicio de la denominación 
que  se  dé  a  la  relación  laboral,  en  
cuanto  se pueda determinar en ella I) 
que la labor sea prestada de manera 
personal, II) que exista situación de 
subordinación o dependencia al 
empleador, que faculta al mismo a que 
cumpla órdenes de determinada 
manera y durante el tiempo de 
existencia de la relación laboral, y III) 
que el asociado perciba un salario 
como retribución del servicio 
prestado. En estos términos el 
asociado será tenido como trabajador 
con todos los derechos y deberes 
derivados de la relación laboral. 
La Corte teniendo en cuenta que el 
accionante fue vinculado por el 
Secretario de Gobierno del municipio 
de Yolombó para prestar los servicios 
como celador nocturno en la Casa de 
la Cultura con anterioridad a la 
celebración del contrato de prestación 
de servicios celebrado con la 
Cooperativa COOTRAMY, no tiene 
la calidad de asociado de la misma,  y 
que existe una subordinación directa 
con el municipio, pues este es quien le 
dio la orden de trabajo,  se configuró 
una verdadera relación laboral  y por 
tanto quien debe responder por sus 




salarios y prestaciones sociales es el 
municipio. 
Señala además que a pesar de existir 
vías judiciales ordinarias para cobrar 
los salarios y prestaciones sociales, 
está probado la afectación del mínimo 
vital, por cuanto el señor desde esa 
época quedó desempleado, tiene una 
familia a cargo, y debe cancelar sus 
compromisos, en consecuencia es 
procedente por esta vía  proteger su 
derecho fundamental al mínimo vital 
y a una vida digna.                   




CAICEDO MELO  Vs.  
INGENIO MAYAGÜEZ 
S.A. Y COOPERATIVA 
DE TRABAJO 
ASOCIADO LA PAZ 
CONCEDIDA- La Corte ordena a la 
empresa Mayagüez S.A. que previa 
valoración médica, reintegre 
laboralmente al señor Pedro Francisco 
Caicedo Melo y, en caso de que 
persista la incapacidad parcial, lo 
reubique en un puesto de trabajo 
conforme a sus capacidades laborales, 
con igual o mejor remuneración y 
conservando condiciones 
dignas. Respecto de la Cooperativa de 
Trabajo Asociado la Paz, no se emitirá 
ninguna orden en atención a su estado 
en liquidación.   
Lo primero que la Sala advierte es que 
si bien el accionante tenía la calidad de 
asociado cooperado de la Cooperativa 
de Trabajo Asociado la Paz, lo que en 
principio descarta la aplicación de las 
normas del Código Sustantivo del 
Trabajo, no es menos cierto que el 
actor no trabajaba directamente para la 
Cooperativa sino que lo hacía para el 
Ingenio Mayagüez, respecto del cual 
recibía órdenes y cumplía horarios y la 
relación con este último surgió por 
mandato de la Cooperativa la Paz, con 
lo que según la jurisprudencia de esta 
Corporación, se desvirtúa la relación 
horizontal que existe entre los 
trabajadores cooperados y se concreta 
una relación de subordinación entre la 
Cooperativa de Trabajo Asociado la 
Paz y el Ingenio Mayagüez, por un 
lado, y el señor Pedro Francisco 
Caicedo Melo, por el otro.  
La Sala considera que en la relación 
entre el actor y las entidades 
demandadas convergen los elementos 
esenciales del contrato de trabajo, así: 




(I) El señor Caicedo Melo realiza 
personalmente la actividad de corte de 
caña, (II) con continuada 
subordinación o dependencia respecto 
del Ingenio Mayagüez, (III) 
percibiendo un salario, cuyo pago se 
realiza a título de compensación pero 
que efectivamente corresponde a la 
retribución del servicio prestado que 
el Ingenio Mayagüez reconoce a 
través de la Cooperativa la Paz.   
Igualmente se desprende que la 
empresa Ingenio Mayagüez tiene la 
potestad de determinar las 
condiciones de tiempo, modo y lugar 
en que se van a desarrollar las 
actividades laborales contratadas y 
goza de la facultad de definir la forma 
en la que se va a realizar el pago por 
los servicios prestados, de manera que 
resulta claro que la Cooperativa la Paz 
y el Ingenio Mayagüez fungen como 
empleadores del accionante quien 
lejos de tener una relación horizontal 
con los actores, presenta un vínculo de 
subordinación susceptible de análisis 
a la luz de la legislación laboral.  
Así las cosas la Sala considera que las 
entidades demandadas incurrieron en 
violación del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada en la medida en que 
no dieron aplicación a los principios 
de solidaridad y de igualdad que 
irradian las relaciones de trabajo. En 
efecto, el Ingenio Mayagüez y la 
Cooperativa la Paz, en su calidad de 
empleadores tenían el deber de 
coordinar armónicamente con las 
entidades del Sistema de Seguridad 
Social Integral y con el trabajador su 
proceso de recuperación y 
rehabilitación, hasta que se definiera 
si vencido el término de 180 días que 
establece la legislación laboral y de 
seguridad social, éste tenía derecho a 
una pensión de invalidez, al reintegro 
o a la reubicación laboral.  
Igualmente la Corte señala que el 
amparo otorgado y la orden de 
reintegro y reubicación laboral se 
imparten en sede de tutela de forma 
definitiva, no obstante que prima 




facie, se trata de asuntos de 
competencia de la jurisdicción 
ordinaria laboral, en atención a que se 
trata de una persona con disminución 
de sus capacidades físicas, que se 
encuentra frente a la inminencia de un 
perjuicio irremediable, toda vez que 
los ingresos que percibía como cortero 
de caña constituían la única fuente de 
ingreso de su núcleo familiar, 
constituido por su esposa y sus tres 
hijos, de manera que la privación de 
los ingresos como consecuencia de las 
actuaciones adoptadas por las 
entidades demandadas amenazan su 
mínimo vital y tornan imperativa la 
protección inmediata, eficaz y 
permanente de sus derechos 
fundamentales.  
 










CONCEDIDA.  La Corte ordena a la 
Precooperativa de Trabajo Asociado 
NATURLIFE, que se vincule 
nuevamente al accionante y se le 
reintegre a la empresa NATURCOL 
LTDA. en el cargo que desempeñaba 
o en uno de similar naturaleza; así 
mismo Naturcol deberá cancelar las 
compensaciones y prestaciones 
sociales causadas desde el momento 
de la desvinculación hasta su 
reintegro, pero solo como mecanismo 
transitorio. 
La Sala considera que la 
Precooperativa de Trabajo Asociado 
Naturlife incurrió en la prohibición 
legal de actuar como empresa de 
intermediación laboral, ya que la 
Precooperativa demandada negó el 
reintegro laboral del actor, 
aduciendo no haber ningún tipo de 
relación laboral con él y no tener 
puestos de trabajo. Conductas que 
resultan violatorias de los derechos 
fundamentales al trabajo y seguridad 
social del señor Javier Huertas Vega.  
Así Naturcol Ltda. no tenga contrato 
directo con el señor Huertas Vega es 
responsable en lo referente al 
reintegro laboral, conjuntamente con 
la Precooperativa de Trabajo 
Asociado Naturlife por la 
incapacidad laboral del accidente de 
trabajo, puesto que dicha  
Precooperativa actuó como una 
empresa de intermediación laboral, y 




como tal se obliga solidariamente de 
acuerdo con el artículo 17 del 
Decreto 4588 de 2006. 
La sala considera que ante la 
existencia de otro mecanismo de 
defensa judicial (acción ordinaria 
laboral), concederá el presente amparo 
como mecanismo transitorio, toda vez 
que el señor Javier Huertas Vega 
puede sufrir un perjuicio irremediable  
al no obtener el reintegro laboral por 
haber sido desvinculado de la 
Cooperativa de Trabajo Asociado 
Naturlife cuando se encontraba 
incapacitado laboralmente por tener 
una  herida en una de sus manos por 
un accidente de trabajo.  
Por lo tanto, la Precooperativa de 
Trabajo Asociado Naturlife y la 
empresa Naturcol vulneraron los 
derechos fundamentales a la 
seguridad social en riesgos 
profesionales por desvincular al 
actor cuando estaba incapacitado por 
accidente de trabajo. Además por 
actuar como entidades de 
intermediación laboral se ordenará a 
la Precooperativa de Trabajo 
Asociado Naturlife que levante la 
suspensión del cooperado Javier 
Huertas Vega y efectúe el reintegro.  
La empresa Naturcol Ltda. como  
beneficiario  deberá poner a 
disposición del demandante el cargo 
que desempeñaba al momento de 
suceder su desvinculación por 
incapacidad laboral. De igual manera 
se ordenará se cancelen las 
compensaciones y prestaciones 
sociales causadas y no pagadas desde 
el momento en que fue desvinculado 
de sus labores hasta su  reintegro 
laboral. 
2007 
T-195 CLARA VARGAS 
HERNÁNDEZ 
LUZ ÁNGELA MEJÍA  
Vs. WEEKPACK Y 
CTA MÍA 
LA CORTE REVOCO LOS FALLOS 
DEL JUZGADO OCTAVO PENAL 
MUNICIPAL DE CALI Y DEL 
JUZGADO DOCE PENAL DEL 
CIRCUITO DE CALI, CONCEDIÓ 
LA TUTELA Y ORDENO EL 
REINTEGRO DE LA ACTORA, con 
base en que en tanto exista una 
relación laboral, cualquiera que ella 
sea, es predicable de la mujer 
embarazada el derecho a una 




estabilidad laboral reforzada, como 
una consecuencia del principio de 
igualdad, y por ende, su relación 
laboral no puede quedar ni suspendida 
ni anulada al punto de que se afecte su 
condición de mujer en estado de 
embarazo, toda vez  que al margen del 
tipo de relación laboral que esté 
operando, durante el período de 
embarazo la mujer es acreedora de un 
derecho especial de asistencia y 
estabilidad reforzada, que obliga, en el 
evento de ser despedida, a apelar a una 
presunción de despido por 
discriminación en razón del embarazo, 
siendo el empleador quien asuma. 
Señala que la vinculación formal a una 
cooperativa de trabajo asociado no 
excluye que en la práctica, entre ésta y 
el trabajador asociado surja una 
relación laboral. Esto sucede cuando a 
pesar de las formalidades, la 
cooperativa establece una relación de 
subordinación con el supuesto 
trabajador asociado, dictándole 
órdenes para el cumplimiento de sus 
labores, estableciendo un horario para 
desempeñarlas y pagándole una 
remuneración en contraprestación a 
los servicios prestados. Es importante 
resaltar que el surgimiento del 
mencionado vínculo laboral es ajeno 
al lugar donde el trabajador preste sus 
servicios, por orden de la cooperativa.   
Lo anterior se configura cuando el 
cooperado no trabaja directamente 
para la cooperativa, sino para un 
tercero, respecto del cual recibe 
órdenes y cumple horarios y la 
relación con el tercero surge por 
mandato de la Cooperativa. 
De conformidad con el principio 
constitucional previsto en el artículo 
53 de la Carta Política, según el cual 
prima la realidad sobre las 
formalidades establecidas por los 
sujetos de las relaciones laborales, la 
Sala concluye que en el caso en 
estudio se configura una relación 
laboral dependiente  entre la actora y 
la Cooperativa y por consiguiente 
regida por un contrato de trabajo, 
luego, las relaciones jurídicas entre la 
actora y la cooperativa accionada no 
se rigen por las normas de la 
legislación cooperativa sino por las 




disposiciones del Código Sustantivo 
del Trabajo. 
T-495 JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO 
YENI PATRICIA 
AREIZA VANEGAS  
Vs.  COOPERATIVA 
LIDERAR CTA 
CONCEDIDA como mecanismo 
transitorio para evitar  un perjuicio 
irremediable y ordeno a la 
Cooperativa reintegrarla y cancelarle 
indemnizaciones, salarios y 
prestaciones sociales.  
La corte reitera lo señalado en la T-
292 de 2006 y T-158 de 2006, en el 
sentido que la  ratio decidendi de las 
sentencias de la Corte Constitucional 
tiene fuerza y valor  de precedente 
para los jueces.  
Consideró que se dan los elementos 
propios del contrato de trabajo  con la 
Cooperativa I) actividad personal, II) 
continuada subordinación o 
dependencia, y III) salario como 
retribución  del  servicio, y por ende 
existe un contrato de trabajo a la luz 
del contenido del artículo 23 del 
Código Laboral y aun  así se trate de 
una Cooperativa de Trabajo Asociado, 
no le es factible  sustraerse a sus 
obligaciones legales de conformidad 
con la T-1177 de 2003. 
Señala que además se cumplen  los 
presupuestos necesarios para amparar 
el derecho a la estabilidad laboral 
reforzada  que opera para las 
trabajadoras embarazadas  
independientemente de la clase de 
relación que se tenga. 
T-531 ÁLVARO TAFUR 
GALVIS 
YEIMY TORRES 
CÉSPEDES  Vs.  CTA 
MAXCO, 
COLOMBINA S.A., Y 
SALUDCOOP E.P.S. 
CONCEDE ordenar a la Cooperativa 
de Trabajo Asociado Maxco, que i) 
reintegre a la señora Yeimy Torres 
Céspedes a las labores que la misma 
desarrollaba  al 1º de noviembre de 
2006 o a actividades similares, sin 
solución de continuidad y ii) cancele 
la indemnización por despido sin justa 
causa prevista en el artículo 239 del 
C.S.T. 
Indica la Corte que de las pruebas 
allegadas al proceso se deriva que 
entre la accionante y la Cooperativa de 
Trabajo Asociado existía una relación 
laboral, en cuanto la accionante 
prestaba un servicio personal bajo la 
dependencia de Colombina S.A. por 
orden que hiciera la Cooperativa, 
devengando un salario mínimo. Lo 
anterior en cuanto de las pruebas que 
obran en el expediente se permite 
concluir que las accionadas 




conocieron el estado de embarazo, de 
manera que ante la terminación de la 
labor contratada o el retiro de la 
trabajadora lo conducente tenía que 
ver con acudir ante la autoridad del 
trabajo con el fin de desvirtuar la 
presunción de despido por causa de la 
maternidad de la accionante y que no 
obstante omitieron solicitarla 
autorización para el retiro. Lo anterior 
si se considera que la señora Yeimy 
Torres Céspedes al tiempo de su 
despido contaba con poco más de 6 
meses de embarazo. 
Siendo así las cosas y dada la 
ineficacia de la acción ordinaria 
laboral, y la protección inmediata de la 
cual es acreedora la mujer en estado de 
embarazo, la protección será 
concedida. 
Expresa que la vinculación a una 
Cooperativa no excluye el 
surgimiento de una relación laboral 
“es decir, cuando el cooperado no 
trabaja directamente para la 
cooperativa, sino para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 
tercero surge por mandato de la 
cooperativa. En el caso específico de 
las cooperativas de trabajo asociado, 
el “vínculo laboral es ajeno al lugar 
donde el trabajador preste sus 
servicios, por orden de la cooperativa. 
Estos pueden inclusive ser 
desarrollados donde terceros con 
quienes la cooperativa suscriba 
contratos para tal efecto”. los 
mandatos constitucionales y legales 
determinan que, sin perjuicio de la 
denominación que  se  dé  a  la  
relación  laboral,  en  cuanto  se pueda 
determinar en ella I) que la labor sea 
prestada de manera personal, II) que 
exista situación de subordinación o 
dependencia al empleador, que faculta 
al mismo a que cumpla órdenes de 
determinada manera y durante el 
tiempo de existencia de la relación 
laboral, y III) que asociado perciba un 
salario como  retribución del servicio 
prestado. En estos términos el 
asociado será tenido como trabajador 
con todos los derechos y deberes 
derivados de la relación laboral. 





T-002 JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO 
HILDA FRESNEDA 
DUQUE  Vs. 
COLOMBIA CTA  
CONCEDIÓ y declara la procedencia 
de la acción de tutela, para el amparo 
de los derechos fundamentales a la 
salud en conexidad con la integridad, 
al mínimo vital, al trabajo, a la 
igualdad y a la seguridad social de la 
actora. ORDENA a Colombia 
Cooperativa de Trabajo Asociado 
(CTA) reintegrar a Hilda Sofía 
Fresneda Duque, en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas 
ADVIERTE a la señora Hilda Sofía 
Fresneda Duque que para el pago de 
los salarios y prestaciones sociales 
causadas y dejadas de percibir desde 
el momento en que fue desvinculada 
de sus labores y hasta el reintegro y 
demás prestaciones laborales que 
pueda encontrar comprometidas, 
deberá acudir, si así lo considera, a la 
jurisdicción laboral para que esta 
resuelva sobre las prestaciones y 
derechos que han sido mencionados.  
Consideró la Corte, al igual que en la 
sentencia T-286/03, que si bien existía 
un ‘convenio asociativo’ es decir una 
relación cooperativa en la formalidad, 
en la realidad existía una relación 
laboral ya que se encontraba 
trabajando para un tercero: el cultivo 
de flores La Bujía, ante el cual se 
desempeñaba, recibía órdenes de los 
supervisores respecto cómo y en qué 
horario debía adelantar las mismas, y 
percibía un salario por ello; además el 
retiro de Colombia CTA se produjo 
como resultado de la cancelación 
unilateral por parte de esta, lo que a 
juicio de la Corte ratifica la existencia 
de la relación laboral.  
Por consiguiente, en este caso existe 
una relación laboral en aplicación de 
la jurisprudencia de la Corte según la 
cual prima la realidad sobre la 
formalidad, como quiera que la 
accionante desarrolló una actividad 
personal en estado de subordinación 
por la cual recibió una remuneración. 
 
La Corte concluye que la relación 
entre la accionante y la cooperativa no 
estaba enmarcada dentro del esquema 
asociativo del cooperativismo, pues la 
asociada a la cooperativa no tuvo la 




oportunidad de retirarse 
voluntariamente sino que fue 
desvinculada unilateralmente por la 
Cooperativa en razón a la supuesta 
finalización de la labor contratada, lo 
que a juicio de la Corte ratifica la 
existencia de una relación laboral 
 
La Corte protegió la permanencia 
laboral de la actora y ordenó su 
reintegro reiterando la línea 
jurisprudencial que se basa en que la 
terminación del vínculo laboral no 
puede estar determinada por el estado 
de debilidad manifiesta, o por la 
situación de desventaja e incapacidad, 
toda vez que  “a las personas en estado 
de debilidad física manifiesta no se les 
puede tratar de igual manera que 
aquellas sanas”. 
 




OROZCO CANO  Vs.   
CTA ASOCIADO 
MAXCO 
CONCEDE y ordena  el reintegro con 
el pago de las indemnizaciones, las 
prestaciones y salarios, por los  
derechos fundamentales a la 
estabilidad reforzada, al mínimo vital 
y de los niños.  
A pesar de la  existencia formal del 
convenio cooperativo, las 
afirmaciones y criterios divergentes 
llevan a  establecer la naturaleza del 
vinculo de naturaleza laboral que 
existe entre la accionante y la 
Cooperativa por aplicaciones de la 
primacía de la realidad y por ende  las 
relaciones jurídica entre la actora y la 
cooperativa  no se rigen por las 
normas de la Legislación cooperativa 
sino por las Disposiciones del Código 
Sustantivo del  Trabajo, debido a que  
en el convenio prevalecen  las 
disposiciones de carácter laboral. 
Considera que el convenio  de 
asociación no reúne los requisitos para 
ser considerado como tal, no hace 
mención  al derecho a participar en la 
distribución  equitativa de los 
excedentes que obtenga la 
Cooperativa, a los riesgos propios que 
deben asumir los trabajadores socios 
de las CTA, no consagra  la facultad 
de participar en las actividades de 
dichas organizaciones y en su 
administración mediante el 
desempeño de cargos sociales, además 
regula lo atinente a que el cooperado 




no trabaja directamente  para la 
cooperativa sino para un  tercero 
respecto  del cual recibe órdenes y 
cumple horarios, ya que el convenio 
señala que la Cooperativa  estaba 
obligada a utilizar los servicios de la 
accionante y tenerla en cuenta para  
enviarla a laborar donde  la 
Cooperativa celebre contratos civiles 
de prestaciones de servicios.  
Además dicho convenio  emplea 
términos que dan a entender que hay  
subordinación, habla de superiores lo 
que desvirtúa la igualdad de derechos 
y obligaciones entre asociados propias 
del contrato de asociación. Además 
concluye que se dan  los elementos 
necesarios para conceder el amparo 
tutelar solicitado. 
T-445 MANUEL CEPEDA 
ESPINOSA 
CECILIA BEDOYA 
ORTIZ  Vs.  CTA 
PARTICIPEMOS 
NIEGA si bien no entra a estudiar  la 
existencia  de una relación de carácter 
laboral, la ponderación integral de las 
pruebas permite concluir  que entre la 
accionante  y la CTA existía una 
relación de subordinación, que hace 
procedente la tutela.  
No obstante considera que  entre CTA 
y sus asociados pueden surgir diversas 
relaciones de índole contractual y que 
las condiciones de sus relaciones son 
obligatorias no solo para la 
Cooperativa sino para cualquiera de 
sus asociados. Teniendo en cuenta que 
se previeron  con claridad y precisión  
las causales de terminación del mismo 
y como no  se provee un mecanismo  
especial para dar por terminado el 
contrato de trabajo y no se pactaron 
reglas para la imposición  de 
sanciones, la causa alegada y la forma 
utilizada  por la CTA para la expulsión 
de la asociada es válida. Para la Corte 
basta con que la Cooperativa le 
informara a la afiliada la decisión, 
precisando la causal procedía por la 
cual procedía a retirarla de 
Participemos. Por ende, no son 
exigibles otros deberes 
procedimentales por parte de la 
Cooperativa, lo cual no significa 
atribuirle a ésta una discrecionalidad 
absoluta cuando toma las decisiones 
de expulsión, pues las mismas habrán 
de estar debidamente motivadas en 
alguna o algunas de las causales 
previstas en el régimen y deberán ser 




puestas en conocimiento del afiliado, 
quien puede entonces ejercer su 
derecho de defensa. Es más, la Corte 
encuentra que en el caso que se analiza 
la cooperativa no procedió en su 
actuar de una manera precipitada, ya 
que se tiene que desde el 11 de octubre 
la señora no se presentó al lugar de 
trabajo, y sólo hasta el 24 de octubre, 
esto es trascurridos nueve días hábiles 
después de su ausencia, se tomó la 
decisión de su exclusión.  
Adicionalmente, la Corte considera 
que en la medida en que no fue puesta 
en conocimiento de la Cooperativa la 
razón del abandono del cargo al 
momento de producirse éste, en 
concepto de la Cooperativa se 
tipificaba una injustificada 
inasistencia al lugar de trabajo. Así, si 
la señora no le informó a la 
cooperativa en la oportunidad debida, 
como era su deber, sobre las razones 
de su ausencia, no es dable en este 
momento endilgarle a Participemos 
una violación al derecho al debido 
proceso de la accionante. La 
cooperativa de trabajo asociado tomó 
la decisión con base en la información 
que tenía en ese momento.  
NIEGA – CAPACITADORES DE REDES 
2005 
NO HAY CONTRATO REALIDAD SE NIEGA EL DERECHO 
T-190 JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO 
BLANCA SOSA CARO  
Y  ANA LUCIA 
ALVARADO 
ARÉVALO   Vs.  CTA 
SISTEMAS 
OPERATIVOS 
SOCIALES S.O.S.  Y 
COMUNICACIONES 
LTDA.  
NIEGA. Las accionantes no se 
encuentran en estado de 
subordinación e indefensión. Además 
está acreditado de forma sumaria con 
los documentos allegados a la 
actuación que las demandantes 
suscribieron un convenio de trabajo 
asociado con la citada Cooperativa en 
razón del cual prestaban sus servicios 
como capacitadoras a Redes y 
Comunicaciones Ltda. Así, no está 
demostrada la existencia de una 
relación jurídica laboral entre los 
sujetos en controversia, que brinden 
certeza sobre el estado de 
subordinación de las accionantes 
frente a las entidades mencionadas, 
presupuesto éste para la procedencia 
de la acción de tutela contra los 
particulares accionados. No se da la 
configuración de un perjuicio grave e 
inminente que pueda generar 
consecuencias irremediables a las 




tutelantes, quienes cuentan con la vía 
ordinaria laboral para obtener el pago 
de los derechos laborales que 
pretenden obtener en sede de tutela. 
En este sentido, tampoco puede 
afirmarse que las peticionarias se 
encuentren en estado de indefensión 
pues como se ha indicado cuenta con 
otro medio de defensa judicial para la 
protección de sus derechos. 
No obstante lo anterior no significa 
que en todos los casos la  suscripción 
de un convenio de trabajo asociado 
impida per se acreditar la existencia de 
un vinculo laboral, ya que es posible 
que  se configuren los elementos 
esenciales de un contrato de trabajo 
entre una CTA y sus miembros, caso 
en el cual de estar probada la 
existencia de una relación laboral, le 
serán  exigibles a la Cooperativa las 
mismas obligaciones que se derivan 
de toda relación de tal naturaleza. 
T-291 MANUEL CEPEDA 
ESPINOSA 
DIANA MARÍA ORTIZ   
Vs.   CLUB DE 
INGENIEROS  E 
IDEARFUTURO CTA 
CONCEDE de manera transitoria, 
ordena al Club de Ingenieros que la 
reintegre y al ponerse al día con las 
cotizaciones de salud, pensión y 
riegos profesionales.  La vinculación a 
una Cooperativa no excluye el 
surgimiento de una relación laboral 
“es decir, cuando el cooperado no 
trabaja directamente para la 
cooperativa, sino para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 
tercero surge por mandato de la 
cooperativa”.  
En este caso la accionante  prestaba 
una actividad personal para el Club de 
Ingenieros, estaba obligada a cumplir 
con un horario y seguir ordenes y 
recibía una remuneración y aunque 
esta no era cancelada directamente por 
el Club sino que lo hiciera de manera 
indirecta, a través del pago acordado 
con la mencionada cooperativa de 
trabajo asociado se cumple los 
requisitos esenciales para la existencia 
de un contrato de trabajo con el Club.  
  
T-873 MANUEL CEPEDA 
ESPINOSA 
ANA ZAMBRANO Vs.  
CTA ÚNICA  Y 
EMPRESA ADELA 
BACAL  
CONCEDIDA de manera transitoria 
para la protección del derecho 
fundamental a la estabilidad laboral 
reforzada de la accionante. Se ordena 
a la Cooperativa de Trabajo Asociado 
Única y la Empresa de Confecciones 




Adela Bacal  que la reintegre, le pague 
su remuneración mensual y sus 
cotizaciones. 
En razón de que la Corte observó  que 
la actora se encontraba asociada a la 
cooperativa y que a cambio de una 
remuneración y dando cumplimiento a 
unos horarios preestablecido, la 
accionante desempeñaba funciones de 
operaria en las dependencias de la 
empresa, por lo que se daban los 
elementos del contrato de trabajo y se 
comprobó  que la no renovación del 
vínculo laboral durante el embarazo y 
que fue conocido por el empleador sin 
la existencia de causales que 
justifiquen el mismo y que hayan sido 
comprobadas por el Inspector del 
Trabajo y que amenace el mínimo 
vital  de la tutelante, abren paso a la 
aplicación de la presunción de la no 
renovación del vínculo laboral por 
razón del embarazo, a que este se 
torne ineficaz y que esta acción de 
tutela sea procedente como 
mecanismo transitorio de protección 
del derecho fundamental a la 
estabilidad laboral reforzada de la 
accionante. 
T-1219 JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO 
ALEXANDER RICO 
ORTEGA  Vs.  CTA 
ECOLÓGICA DEL 
MEDIO AMBIENTE 
LA CORTE REVOCO LA 
SENTENCIA DEL JUZGADO 
SEGUNDO CIVIL DE BOGOTÁ Y 
ORDENO EL REINTEGRO DEL 
ACTOR, con base en que la 
efectividad del ejercicio del derecho al 
trabajo, como ocurre para cualquier 
otro trabajador, está sometida a la 
vigencia directa en las relaciones 
laborales de unos principios mínimos 
fundamentales establecidos en el 
Artículo 53 de la Carta Política. 
Cuando la parte trabajadora de dicha 
relación está conformada por un 
discapacitado, uno de ellos adquiere 
principal prevalencia, como es el 
principio a la estabilidad en el empleo, 
es decir a permanecer en él y de gozar 
de cierta seguridad en la continuidad 
del vínculo laboral contraído, mientras 
no exista una causal justificativa del 
despido, como consecuencia de la 
protección especial laboral de la cual 
se viene hablando con respecto a este 
grupo de personas. 
El cumplimiento del deber de 
solidaridad comporta una carga 




especial en cabeza del empleador por 
corresponderle a éste brindar un trato 
especial a la persona desaventajada 
para asegurarle mayores condiciones 
de estabilidad laboral.  El hecho de 
que para el caso del enfermo de VIH 
se cuente con normas expresas para 
evitar la discriminación laboral 
mediante la no obligación de entregar 
información acerca de su afección, no 
significa que otras personas en 
especial condición de debilidad 
manifiesta, no deban ser igualmente 
protegidas contra similar tipo de 
ilegitima actuación. Así por ejemplo, 
esta corporación también ha 
condenado la práctica de ciertas 
empresas de exigir pruebas de 
embarazo como condición para el 
ingreso o la estabilidad en el empleo, 
por considerar tal actuación violatoria 
de los derechos a la intimidad, al libre 
desarrollo de la personalidad y al 
trabajo. 
Como se desprende de lo anterior, la 
Corte ha considerado que, en 
principio, la solicitud de información 
sobre ciertas enfermedades o sobre el 
estado de embarazo de una mujer, 
constituye una práctica ilegitima que 
vulnera, entre otros, los derechos a la 
no discriminación y a la intimidad. No 
obstante, ello resulta legítimo cuando 
sea claramente demostrable que 
aquella cuestión sobre la cual se 
solicita información específica es 
incompatible e insuperable en el cargo 
que se va a desempeñar. En este 
sentido, el examen médico debe ser 
consistente con las necesidades de la 
profesión u oficio que habrá de 
desempeñar el trabajador, por lo cual 
principio básico de la no 
discriminación en el empleo, que el 
criterio utilizado para seleccionar 
empleados debe estar relacionado con 
el trabajo específico que se va a 
desarrollar, y que cualquier 
información que se solicite debe estar 
directamente relacionada con éste. 
La libertad de las cooperativas para 
regular aspectos particulares de su 
relación con sus afiliados, no implica 
de manera alguna que no deban 
observar las garantías constitucionales 




que las obligan a respetar los derechos 
fundamentales de estas personas. 
La vinculación formal a una 
cooperativa de trabajo asociado no 
excluye que en la práctica, entre ésta y 
el trabajador asociado surja una 
relación laboral. Esto sucede cuando a 
pesar de las formalidades, la 
cooperativa establece una relación de 
subordinación con el supuesto 
trabajador asociado, dictándole 
órdenes para el cumplimiento de sus 
labores, estableciendo un horario para 
desempeñarlas y pagándole una 
remuneración en contraprestación a 
los servicios prestados. 
2004 
T-413 MARCO GERARDO 
MONROY CABRA 
GLORIA GONZÁLEZ   
Vs. COOPERATIVA DE 
TRABAJO ASOCIADO 






AUXILIADORA,  Y 
COOMEVA EPS 
CONCEDIDA. La Corte ordena a 
COOMEVA que se le pague la 
incapacidad laboral a la accionante. 
La Sala observa que entre la 
accionada, Cooperativa de trabajo, y 
la accionante se presentan los 
elementos de una relación laboral.  En 
efecto, según las pruebas que obran en 
el expediente la accionante debía 
obedecer lo dispuesto por Cootrasesa 
con respecto al horario y la función 
que debía desempeñar en la Clínica de 
Especialistas María Auxiliadora. 
Además, es Cootrasesa quien figura 
como empleador en las afiliaciones a 
salud de la accionante.  
A esto se añade el hecho de que en el 
contrato de prestación de servicios 
celebrado entre Cootrasesa y la 
Clínica, la primera aceptó unas 
cláusulas según las cuales no existiría 
ninguna relación laboral entre la 
Clínica y las personas que cumplieran 
el objeto del contrato, y la Cooperativa 
asumiría las cargas en materia de 
seguridad social propias del 
empleador. 
T-550 MANUEL CEPEDA 
ESPINOSA 
MARTHA GARZÓN   
Vs. COOPSERES 
LA CORTE CONFIRMO EL FALLO 
DE PRIMERA INSTANCIA QUE 
CONCEDIÓ REINTEGRO.  Con 
base en que la vinculación a una 
Cooperativa no excluye el 
surgimiento de una relación laboral  
“es decir, cuando el cooperado no 
trabaja directamente para la 
cooperativa, sino para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 




tercero surge por mandato de la 
cooperativa”.   
Reitera que en tanto exista una 
relación laboral, cualquiera que ella 
sea, es predicable de la mujer 
embarazada el derecho a una 
estabilidad laboral reforzada, como 
una consecuencia del principio de 
igualdad, y por ende, su relación 
laboral no puede quedar ni suspendida 
ni terminada.  Así lo expuso la Corte  
al considerar en una oportunidad 
anterior, que al margen del tipo de 
relación laboral que esté operando, 
durante el período de embarazo la 
mujer es acreedora de un derecho 
especial de asistencia y estabilidad 
reforzada, que obliga, en el evento de 
ser despedida, a apelar a una 
presunción de despido por 
discriminación en razón del embarazo, 
siendo el empleador quien asuma la 
carga de la prueba que sustente el 
factor objetivo que le permita su 
despido. 
T-632 MARCO MONROY 
CABRA 
LUIS CARLOS 
ARROYO  -  CTA 
RESPALDAR LTDA. 
CONCEDER la tutela como 
mecanismo transito la acción de 
tutela, ordena EL REINTEGRO. La 
Corte con base en la T-286 DE 2003 y 
en la C-211 de 2000  señala que como 
la actora es asociada de una 
cooperativa y se configuró el contrato 
de trabajo en consonancia con la 
prevalencia de lo sustancial sobre lo 
formal, ya que la envió a prestar los 
servicios a otra entidad, lugar donde 
cumplía un horario y recibía una 
remuneración. 
Manifiesta que la desvinculación 
configura una discriminación, cuando 
el motivo que la causa fue en realidad 
el estado de salud del accionante, 
razón por el cual, no  puede justificar 
una cooperativa tal actuación, 
invocando argumentos estatutarios 
que permiten terminar la relación sin 
justa causa. 
T-900 JAIME CÓRDOBA 
TRIVIÑO 
GLADYS ALVARADO  
Vs. COOPERATIVA DE 
SERVICIOS TESCO 
Tutelar, de manera transitoria, con el 
propósito de evitar un perjuicio 
irremediable, los derechos 
constitucionales de la mujer 
embarazada de la señora Gladys Ríos 
Alvarado y los derechos 
fundamentales y prevalentes a la vida 
digna y a la alimentación equilibrada 
de su menor hijo de 9 meses de edad.  




En consecuencia se ordena a la CTA 
reintegre a la accionante, cancele la 
indemnización por despido ilegal 
equivalente a sesenta (60) días de 
salario, más los salarios 
correspondientes a cuatro (4) semanas 
de descanso remunerado, salarios y 
prestaciones sociales. 
En el caso concreto, si bien la Sala no 
desconoce la naturaleza, objeto y fines 
de las cooperativas de trabajo 
asociado, la ponderación integral de la 
información que obra en el expediente 
permite concluir que entre la 
peticionaria y la cooperativa 
accionada existía una relación laboral 
ordinaria, regida por las disposiciones 
del derecho del trabajo.  
En el contenido del convenio y en su 
ejecución se aprecia que fue la 
Cooperativa TESCO la que envío a la 
peticionaria a prestar sus servicios 
personales en la empresa Colombina 
S.A., lugar donde cumplía las 
exigencias de tiempo, modo y lugar 
que le imponían para realizar su 
labor; ella percibía una remuneración 
periódica por parte de la cooperativa 
accionada y existía una relación de 
subordinación laboral tanto a la 
cooperativa como a la empresa donde 
estaba asignada por aquella. Lo 
anterior significa que en el caso 
concreto se reunían los elementos de 
una relación laboral, pues había una 
prestación personal del servicio en 
cabeza de la peticionaria, una 
subordinación jurídica de la 
peticionaria frente a la Cooperativa 
TESCO y una remuneración que la 
actora percibía por los servicios 
personales prestados.  
T-917 ALFREDO BELTRÁN 
SIERRA 
MARÍA DE LOS 
ÁNGELES COMAS Vs.  
COOPERATIVA DE 
SERVICIOS TESCO 
LA CORTE CONFIRMO EL FALLO 
QUE NEGÓ LA TUTELA.  Lo 
anterior con base en que el Juez de 
Tutela para proceder a otorgar la 
protección pedida, debe verificar que 
se reúnan los elementos mínimos 
fácticos, con el fin de que no exista 
duda de que la decisión adoptada por 
el empleador de terminar el vinculo 
laboral está directamente relacionada 
con el estado de embarazo, y en caso 
estudiado no se probaron dichos 
elementos, ya que en el escrito de 
Tutela la demandante señala que 




informó a la cooperativa de su estado 
de embarazo por correo certificado en 
fecha diciembre 29 de 2003, obrando 
en el expediente una comunicación de 
retiro voluntario de la actora de fecha 
diciembre 12 de 2003. 
Acerca de la falsedad de dicho 
documento alegada por la actora, la 
Corte considera que debe acudir a la 
Fiscalía para los fines pertinentes. 
La corte tampoco se pronuncia sobre 
el carácter de la relación laboral de la 
actora y la cooperativa, ni si se dan los 
elementos que constituyen un contrato 
de trabajo, ni sobre el procedimiento 
de desvinculación de la cooperativa, 
aduciendo dos razones:  i) estos 
asuntos son de orbita de la jurisdicción 
ordinaria, y ii) la competencia del Juez 
de Tutela en estos casos se ciñe a 
garantizar el derecho fundamental a la 
estabilidad laboral reforzada de la 
mujer embarazada, protección que se 
concede siempre y cuando se cumplan 
los elementos mínimos fácticos. 
2003 
T-286 JAIME ARAUJO 
RENTERÍA 





CONCEDIÓ TUTELA Y ORDENO 
REINTEGRO. La Corte 
Constitucional en este caso entro a 
considerar el derecho fundamental 
que tiene la mujer a no ser 
discriminada laboralmente, y por 
ende, a no ser despedida por 
encontrarse en estado de embarazo y 
si era del caso entrar a proteger la 
estabilidad laboral reforzada de la 
mujer embarazada, figura que se 
aplica siempre y cuando exista la 
relación trabajadora – empleador.  En 
el caso estudiado se configuró una 
relación laboral entre la cooperada y la 
CTA porque la trabajadora no 
trabajaba directamente para la 
cooperativa sino para un tercero, 
respecto del cual recibía órdenes y 
cumplía horarios a la vez que la 
relación con este tercero surgió por 
mandato de la cooperativa 
La vinculación a una Cooperativa no 
excluye el surgimiento de una relación 
laboral “es decir, cuando el cooperado 
no trabaja directamente para la 
cooperativa, sino para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 




tercero surge por mandato de la 
cooperativa”. 
La Corte ordena al Ministerio de 
Protección Social para que en un plazo 
no superior a seis meses luego de la 
providencia diseñe, adopte y ejecute, 
dentro de la órbita de su competencia, 
un programa que garantice 
efectivamente los derechos de las 
personas asociadas a esta clase de 
cooperativas, y en especial los de las 
mujeres embarazadas, así como los 
correctivos necesarios que eviten que 
éstas cooperativas incurran en 
irregularidades para beneficiarse de 
las ventajas que ofrece este tipo de 
trabajo asociado. 




VALDERRAMA  VS. 
EMPRESA 
COMERCIALIZADOR
A KAYSSER S.A. 
NEGADA LA TUTELA, PERO 
CONFIRMO EL REINTEGRO 
ORDENADO EN EL FALLO DE 
PRIMERA INSTANCIA. En razón 
de que se demostró que su relación 
laboral se dio con la cooperativa y no 
con la empresa.  La Corte señaló que 
la demandante no tenía con la 
Comercializadora Kaisser ninguna 
relación laboral, más sí con la 
Cooperativa Convenios Estratégicos, 
con quien, como ya se dijo, mantuvo 
una relación laboral, una 
subordinación jurídica frente a la 
Cooperativa Convenios Estratégicos 
y una remuneración a cargo de ésta 
por los servicios personales prestados 
por la demandante.  El despido fue 
superado al vincularla a otra entidad 
con el fallo de primera instancia. 
Si bien la actora es asociada de una 
cooperativa de trabajo asociado, 
también lo es el hecho de que la 
Cooperativa Convenios Estratégicos 
la envió a prestar sus servicios 
personales en las dependencias de la 
empresa comercializadora Kaysser 
S.A. lugar donde cumplía un horario 
y recibía una remuneración por parte 
de la Cooperativa mencionada. Es 
decir, en el caso planteado, tuvo lugar 
una prestación personal del servicio 
en cabeza de la actora, una 
subordinación jurídica de la misma 
frente a la Cooperativa Convenios 
Estratégicos y una remuneración a 
cargo de ésta por los servicios 
personales prestados por la 
demandante. En otras palabras, se 




configuró un contrato de trabajo en 
consonancia con la prevalencia de lo 
sustancial sobre lo formal (Art. 53 
CP.) 
La existencia de una relación entre 
cooperativa y cooperado no excluye 
necesariamente que se dé una relación 
laboral entre cooperativa y cooperado 
y esto sucede cuando el cooperado no 
trabaja directamente para la 
cooperativa, si no para un tercero, 
respecto del cual recibe órdenes y 
cumple horarios y la relación con el 
tercero surge por mandato de la 
cooperativa, que fue lo que sucedió en 
este caso. 
2000 
C-211 CARLOS GAVIRIA HUMBERTO DE 
JESÚS LONGAS 
LONDOÑO 
LA CORTE DECLARÓ 
EXEQUIBLE el Artículo 59 de la Ley 
79 de 1988, expresando que no 
encuentra que el Artículo 59 de la ley 
79/88, materia de impugnación, viole 
el ordenamiento supremo al disponer 
que en las cooperativas de trabajo 
asociado, en la que los aportantes de 
capital son al mismo tiempo los 
trabajadores y gestores de la empresa, 
el régimen de trabajo, compensación, 
previsión y seguridad social será el 
establecido en los estatutos y 
reglamentos, en razón a que se 
originan en el acuerdo cooperativo.  
En las cooperativas de trabajo 
asociado sus miembros deben 
sujetarse a unas reglas que son de 
estricta observancia para todos los 
asociados, expedidas y aprobadas por 
ellos mismos, respecto del manejo y 
administración de la misma, su 
organización, el reparto de 
excedentes, los aspectos relativos al 
trabajo, la compensación, y todos los 
demás asuntos atinentes al 
cumplimiento del objetivo o finalidad 
para el cual decidieron asociarse 
voluntariamente.   
Las cooperativas de trabajo asociado 
se diferencian de las demás en que los 
asociados son simultáneamente los 
dueños de la entidad y los trabajadores 
de la misma, es decir, que existe 
identidad entre asociado y trabajador. 
Siendo así no es posible hablar de 
empleadores por una parte, y de 
trabajadores por la otra, como en las 
relaciones de trabajo subordinado o 




dependiente. Esta la razón para que a 
los socios-trabajadores de tales 
cooperativas no se les apliquen las 
normas del Código Sustantivo del 
Trabajo, estatuto que regula solamente 
el trabajo dependiente, esto es, el que 
se presta bajo la continuada 
dependencia o subordinación de un 
empleador y por el cual el trabajador 
recibe una retribución que se 
denomina salario.  
En las cooperativas de trabajo 
asociado no existe ninguna relación 
entre capital-empleador y trabajador 
asalariado pues, se repite, el capital de 
éstas está formado principalmente por 
el trabajo de sus socios, además de que 
el trabajador es el mismo asociado y 
dueño. Así las cosas no es posible 
derivar de allí la existencia de un 
empleador y un trabajador para 
efectos de su asimilación con los 
trabajadores dependientes.   
Debido a la naturaleza misma de las 
cooperativas de trabajo asociado 
(identidad de trabajador-socio) la 
retribución que reciben los asociados 
por su trabajo no es salario sino una 
compensación, que se fija teniendo en 
cuenta estos factores: la función que 
cada trabajador cumple, la 
especialidad, el rendimiento, la 
cantidad y calidad del trabajo 
aportado. Igualmente, el trabajador 
asociado tiene derecho a recibir un 
porcentaje de los excedentes 
obtenidos por la cooperativa.  
Pretender que el régimen de 
compensación de los socios de estas 
cooperativas sea igual al de los 
trabajadores asalariados, sería 
desconocer la naturaleza misma de 
tales organizaciones y la inexistencia 
frente a sus asociados de una relación 
de trabajo de esa índole.  Sin embargo, 
los trabajadores asociados no sólo 
reciben beneficios pues, dada su 
condición de propietarios, también 
tienen que asumir los riesgos, ventajas 
y desventajas propios del ejercicio de 
toda actividad empresarial. 
En lo relativo a la facultad de las 
cooperativas de trabajo asociado para 
expedir sus propios estatutos o 
reglamentos la Corte aseveró:  “En las 
cooperativas de trabajo asociado sus 




miembros deben sujetarse a unas 
reglas que son de estricta observancia 
para todos los asociados, expedidas y 
aprobadas por ellos mismos, respecto 
del manejo y administración de la 
misma, su organización, el reparto de 
excedentes, los aspectos relativos al 
trabajo, la compensación, y todos los 
demás asuntos atinentes al 
cumplimiento del objetivo o finalidad 
para el cual decidieron asociarse 
voluntariamente que, en este caso, no 
es otro que el de trabajar 
conjuntamente y así obtener los 
ingresos necesarios para que los 
asociados y sus familias puedan 
llevar una vida digna”. 
En cuanto a la libertad de regulación 
que tienen las empresas de trabajo 
asociado, la Corte sostuvo que esta no 
es absoluta, “pues dichos estatutos o 
reglamentos, como es apenas obvio, 
no pueden limitar o desconocer los 
derechos de las personas en general y 
de los trabajadores en forma especial, 
como tampoco contrariar los 
principios y valores constitucionales, 
ya que en caso de infracción tanto la 
cooperativa como sus miembros 
deberán responder ante las 
autoridades correspondientes, tal 





























Resumen general corte constitucional. 
 


















Como empresas asociativas 
sin animo de lucro no están 
regidas por la legislacion 
laboral aplicable a los 
trabajadores dependientes, 
sino regidas por acuerdos 
cooperativos y  sus propios 
regimenes  y estatutos.
Procede el 
reintegro  por  vía 
de tutela para      
las personas 
indefensas, cuando 
se acredita que en 
realidad existía un 
contrato de trabajo 
y no un acuerdo 
cooperativo.
Estas se caracterizan porque 
los asociados son 
simultáneamente dueños y 
trabajadores de la misma, 
existiendo identidad entre 
Asociado y Trabajador. Donde  
los trabajadores son los 
mismos socios y dueños de la 
empresa,  que reciben 
beneficios y asumen perdidas.  
La vinculación debe ser un 
acto libre y voluntario y no 









espíritu y comienzan 
a regirse por las 
normas del CST




Línea jurisprudencial sobre primacía de la realidad sobre las formalidades. 
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Confirmó la sentencia del Tribunal 
que accedió parcialmente a las 
pretensiones de la demanda, en 
aplicación del principio de primacía 
de la realidad sobre las formalidades, 
por lo que condenó al Municipio de 
Floridablanca a reconocer a título de 
indemnización la suma 
correspondiente a las prestaciones 
devengadas por un docente de planta 




del Municipio demandado, con 
fundamento en que en el presente 
caso, el Consejo de Estado no 
encontró demostrado dentro del 
expediente que exista diferencia 
alguna entre la actividad desplegada 
por la actora en su condición de 
docente temporal y la actividad 
efectuada por los demás docentes-
empleados públicos del Municipio de 
Floridablanca, lo que sin duda alguna 
habilitó el amparo de sus derechos 
laborales en virtud del contrato 
realidad existente, teniendo en cuenta 
que la demandante prestó sus 
servicios profesionales y personales 
para el desarrollo de funciones que 
correspondían al giro ordinario de la 
Administración, es decir, para 
desempeñar funciones de carácter 
permanente propias del magisterio 
municipal, relacionadas con la 
formación integral de la comunidad 
escolar dentro de un horario 
determinado, situación que como se 
afirmó inicialmente implica 
necesariamente un trato subordinado 
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contra la JUNTA 
ADMINISTRADOR




En el sub-exámine, para que la Sala 
hubiese llegado al aserto de 
considerar el ocultamiento de una 
relación laboral entre las partes en 
contienda, era necesario, que el 
accionante demostrara por otros 
medios de prueba, en forma 
incontrovertible e inocultable, la 
circunstancia de especial 
dependencia; que se encontraba 
laborando bajo estrictas órdenes y 
sujeto al control respectivo de su 
superior; de modo que no quedara 
duda acerca del desempeño del actor 
en las mismas condiciones que lo 
efectuaría un servidor público. En 
síntesis, la ausencia de probanzas en 
el expediente impide colegir las 
condiciones de permanencia del 
servicio, el tratamiento inequitativo 




del actor frente a los empleados de 
planta y la subordinación, puesto que 
únicamente se concluye la prestación 
personal del servicio en las 
condiciones que debe llevar a cabo 
toda persona vinculada mediante 
contrato de prestación de servicios y 
que no supone el reconocimiento ni 
pago de prestaciones sociales. En 
efecto, el plenario echa de menos tales 
elementos probatorios y a la vez se 
aprecia desértico en cuanto a la 
existencia de probanzas que pudieran 
corroborar otros elementos diferentes 
a la prestación personal del servicio y 
la remuneración, vale decir, no se 
acreditó que la labor prestada 
mediante el contrato de prestación de 
servicios, debía estar prevista en la 
planta de personal porque se trataba 
de servicios “permanentes” propios 
de la función inherente a la entidad; 
por ende, no es dable inferir que en 














SENIOR  contra el 
SENA 
Deniega las pretensiones de la 
demanda, con fundamento en que no 
fueron suficientes los elementos de 
prueba (contratos allegados y los 
testimonios recepcionados) para 
configurar en el presente caso la 
existencia de la relación de tipo 
laboral, ya que no se acreditó que al 
demandante se le impartieran órdenes 
de perentorio cumplimiento; por el 
contrario, lo que se evidencia es una 
cierta autonomía para cumplir con las 
obligaciones propias del contrato, 
como lo eran las de apoyar actividades 
relacionadas con los hogares 
comunitarios, según se desprende del 
contrato 046 de 1991; o la de ejercer 
funciones de asesoría y asistencia 
técnica municipal para la gerencia de 
los planes de desarrollo institucional, 
en virtud del contrato 049 de 1988; o 
apoyar y desarrollar acciones 
relacionadas con el plan de lucha 
contra la pobreza absoluta, según lo 
obligaba el contrato 426 de 1990. 




En la sentencia se precisa que entre 
contratante y contratista puede existir 
una relación de coordinación en sus 
actividades, de manera que el segundo 
se somete a las condiciones necesarias 
para el desarrollo eficiente de la 
actividad encomendada, lo cual 
incluye el cumplimiento de un 
horario, o el hecho de recibir una serie 
de instrucciones de sus superiores, o 
tener que reportar informes sobre sus 
resultados, pero ello no significa 
necesariamente la configuración de 
un elemento de subordinación. El sub 
lite se encuadra dentro de tal 
circunstancia, pues entre el libelista y 
la entidad accionada hubo una 
relación de coordinación, que no 
permite configurar la existencia de 
una subordinación, y por tanto, no hay 
lugar a deducir que en realidad se 
hubiera encubierto una relación 
laboral, aun cuando los otros dos (2) 
elementos, prestación personal del 
servicio y remuneración si se hallan 
suficientemente probados en el 
expediente. Referencias: Sentencias: 
Sala Plena del Consejo de estado del 
18 de noviembre de 2003, Rad. IJ-
0039, M.-P. Nicolás Pájaro 
Peñaranda; del 19 de febrero de 2004, 

















Accede a las súplicas de la 
demanda, bajo el argumento de que 
el simulado contrato de prestación 
de servicios docentes suscrito con el 
demandante, pretendió esconder 
una vinculación de derecho laboral 
público, a pesar de que, como se 
explicó, el actor no puede ser 
considerado empleado público 
docente, desconociendo el derecho a 
la igualdad consagrado en el 
artículo 13 de la Constitución 
Política, y ocasionando unos 
perjuicios que deben ser resarcidos 
a la luz del artículo 85 del Código 
Contencioso Administrativo.  
 




Referencias: Expediente 0245 y 
2161 /2003; IJ 039 de noviembre 18 
de 2003. Sentencia de la Corte 













el MUNICIPIO DE 
SANDONÁ 
Condena al municipio de Sandoná a 
pagar a la demandante una 
indemnización equivalente a las 
prestaciones devengadas por un 
docente de ese municipio, con 
fundamento en que cuando existe un 
contrato de prestación de servicios 
entre una persona y una entidad 
pública y se demuestra la existencia 
de los tres elementos propios de toda 
relación de trabajo, esto es, 
subordinación, prestación personal 
y remuneración, surge el  derecho a 
que sea reconocida una relación de 
trabajo que, en consecuencia, 
confiere al trabajador las 
prerrogativas de orden prestacional.  
Por razones de seguridad jurídica, 
reitera los motivos expuestos en 
asuntos similares en los cuales se 
revocó la sentencia apelada para en 
su lugar, acceder a las pretensiones 




Abril 7 de 
2005 
N y R 








Negó las pretensiones de la demanda 
por estar prescritos los derechos, sin 
embargo encontró demostrado la 
existencia de una relación laboral 
entre las partes, con fundamento en 
que el demandante se comprometió a 
cumplir su actividad conforme a las 
órdenes impartidas por el director del 
CAMU y a ajustarse a un horario o 
jornada laboral. Mal podría 
sostenerse, entonces, que existieron 
relaciones de coordinación cuando la 
actividad del actor se realizó de 
conformidad con las orientaciones 
emanadas del ente público y no bajo 
su propia dirección y gobierno. 
2004 
O245 y 2161 
del 23 de junio 
de 2004 
N y R 
JESÚS MARÍA 
LEMOS B. 
 No concedió el pago de las 
prestaciones sociales, porque la 
jurisprudencia estableció que en 
determinados casos puede 
ACCEDERSE al pago de 




prestaciones sociales, bajo la 
acreditación de los tres elementos de 
la relación laboral, pero 
especialmente los de subordinación o 
dependencia. A la vez se señaló que 
en situaciones específicas de mera 
coordinación no se permite configurar 
la existencia de la subordinación, 
evento en el cual no se encubriría una 
relación laboral. Referencias: 0099 














CAÑÓN contra el 
MUNICIPIO DE 
PAUNA - BOYACÁ 
 
Desde ningún punto de vista puede 
sostenerse que las órdenes de 
prestación de servicios celebradas por 
la parte actora con la administración 
se opongan a derecho, es decir, que se 
encuentren  prohibidas por la ley.  
Resulta, por consiguiente, inadmisible 
la tesis según la cual tal vínculo 
contractual sea contrario al orden 
legal, pues como se ha visto, éste lo 
autoriza de manera expresa. 
Si bien es cierto que la actividad del 
contratista puede ser igual a la de 
empleados de planta, no es menos 
evidente que ello puede deberse a que 
este personal no alcance para colmar 
la aspiración del servicio público; 
situación que hace imperiosa la 
contratación de personas ajenas a la 
entidad. Y si ello es así, resulta obvio 
que deben someterse a las pautas de 
ésta y a la forma como en ella se 





de 2003  












Negó las pretensiones de la 
demanda aduciendo entre otros 
argumentos los siguientes: - Que el 
vínculo contractual que subyace en 
los contratos de prestación de 
servicios no es contrario a la ley. - 
Que no existe identidad de la 
relación jurídica derivada del 
contrato (sitio donde se prestó el 
servicio) con la situación legal y 
reglamentaria, ya que, entre otras 
razones, el hecho de trabajar al 
servicio del Estado no puede en 




ningún caso conferir el status de 
empleado público, sujeto a un 
específico régimen legal y 
reglamentario. - Que no existe 
violación del derecho de igualdad 
por el hecho de la suscripción de los 
contratos de prestación de servicios, 
puesto que la situación del 
empleado público, la cual se 
estructura por la concurrencia de 
elementos sin los cuales dicha 
relación no tiene vida jurídica 
(artículo 122 de la Constitución 
Política), es distinta de la que se 
origina en razón de un contrato de 
prestación de servicios. Esta última 
no genera una relación laboral ni 
prestaciones sociales. 
 



















Declaró la nulidad del acto acusado y 
en su lugar, ordenó al hospital 
demandado reconocer y pagar al 
actor, a título de indemnización, el 
valor de las prestaciones sociales 
ordinarias, sobre la base de los 
honorarios pactados en cada contrato, 
aduciendo como razón para ello que 
se desvirtuó la existencia del contrato 
de prestación de servicios y en 
aplicación del principio de primacía 
de la realidad sobre las formalidades 
establecidas entre los sujetos de la 
relación laboral (Art. 53 C.N.), la 
situación del actor amerita la especial 
protección del Estado que garantiza el 
artículo 25 de la Carta Política; toda 
vez que quedó acreditado que el actor 
cumplía una función que podía ser 
desempeñada por personal de planta, 
las funciones o responsabilidades que 
se le habían asignado, no eran 
temporales, no contaba con 
autonomía e independencia para 
realizar las labores encomendadas; 
permanentemente debía estar atento a 
las instrucciones que se le 
impartieran, estaba sujeto a un horario 
de trabajo y en caso de no cumplirlo 
era objeto de llamados de atención, 




elementos propios de la relación 
laboral, no de un contrato de 
prestación de servicios. 
Referencias: Sentencias de la Corte 
Constitucional C- 555 de 1994 y C-















Deniega las pretensiones de la 
demanda con fundamento en que no 
existen pruebas que acrediten la 
pretendida existencia de relaciones 
laborales disfrazadas con los 
contratos suscritos entre el actor y la 
entidad demandada, ya que a la parte 
actora en el ejercicio de la acción 
jurisdiccional, le corresponde 
acreditar los elementos de la relación 
laboral tales como la subordinación, 
la habitualidad, la prestación personal 















DE NORTE DE 
SANTANDER 
Reconoce en favor del demandante, a 
título de indemnización, el 
equivalente a las prestaciones sociales 
que perciben los empleados públicos 
docentes del Departamento 
demandado, con fundamento en que si 
bien es cierto que la actora se vinculó 
a la entidad demandada mediante un 
contrato de prestación de servicios, es 
decir, no ingresó por concurso, ni el 
cargo está contemplado en la planta de 
personal, ni tomó posesión del 
empleo, por lo que en estas 
condiciones ordenar su vinculación al 
municipio mediante un nombramiento 
legal y reglamentario transgrediría la 
normatividad antes transcrita, 
también lo es que a administración 
desconoció el derecho a la igualdad 
consagrado en el artículo 13 de la C.P. 
, y con ello ocasionó unos perjuicios 
que deben ser resarcidos a la luz del 
artículo 85 del C.C.A. 
Referencias: Sentencia de la Corte 
Constitucional C- 154 de 1997, 
sentencia del Consejo de Estado Exp. 
2888-99 del 30 de noviembre de 2000.  
1999 




16829 del 21 
de abril de 
1999. 











Se reconoce el pago de las 
prestaciones sociales y a la  
indexación de tales sumas, 
concluyendo la Sala que la 
demandante se encontraba en la 
misma situación de hecho predicable 
de los educadores incorporados a la 
planta de personal de la entidad 
territorial. Sin duda alguna, el servicio 
no se regulaba por un contrato de 
prestación de servicios sino que, 
conforme al principio de primacía de 
la realidad sobre las formalidades, 
existía una relación laboral, que 
impone la especial protección del 
Estado en igualdad de condiciones a 
la de los docentes de planta, a 
términos de los artículos 13 y 25 de la 
Carta, razón por la cual el acto 
acusado resulta anulable. 
Referencias: a Sentencias de la Corte 
Constitucional. 
12178-del 15 
de abril de 
1999 









Se accede al pago de las prestaciones 
sociales y la indexación de tales 
sumas, con el argumento que en este 
proceso no encuentra la Sala 
demostrada diferencia alguna a los 
efectos que deben necesariamente 
derivarse de la llamada vinculación 
contractual del actor en condición de 
docente temporal y la actividad 
desplegada por los docentes - 
empleados públicos del Municipio, 
teniendo en cuenta que el demandante 
laboraba en los mismos 
establecimientos educativos y 
desarrollaba la misma actividad 
material, cumplía órdenes y horario, y 
el servicio era prestado de manera 
permanente, personal y subordinada.  
Referencias: A sentencias de la Corte 
Constitucional. 
17.080 de 19 
de marzo de 
1999. 









EDUCACIÓN Y EL 
Concede al pago de las prestaciones 
sociales e indexación en los contratos 
de prestación de servicios celebrados 
por la demandante con la 
administración porque se estipuló que 
ésta en su calidad de docente 







contratista deberá de acuerdo con las 
directrices de la entidad, cumplir las 
funciones de Profesional 
Especializado en Psicopedagogía, en 
el Departamento de Sucre, bajo la 
orientación de la Coordinadora 
General del Programa, por un valor 
determinado, lo que significa una 
actividad personal del educador, 
continuada subordinación y un salario 
como retribución. 
De las anteriores disposiciones se 
concluye que no puede existir empleo 
sin funciones cabalmente definidas en 
la ley o el reglamento por mandato 
constitucional, y que el desempeño de 
funciones públicas de carácter 
permanente en ningún caso es 
susceptible de celebración de 
contratos de prestación de servicios. 
Para el ejercicio de funciones públicas 
de carácter permanente deberán 
crearse los empleos correspondientes. 
Referencias: Sentencias de la Corte 
Constitucional. 
16.357 del 18 
de marzo de 
1999. 













Accedió a las pretensiones de la 
demanda, ya que en el caso de autos 
tuvo lugar una relación laboral bajo la 
forma contractual administrativa que 
debe ser amparada por el derecho a 
partir de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades de las partes, 
sin que por otra parte se pueda deducir 
en favor de la actora, según se ha 
visto, alguna asimilación a la 
condición de empleado público. Por 
lo mismo, las pretensiones de la 
demanda habrán de prosperar pero a 
título de reparación de daño, de 
conformidad con el artículo 85 del 
C.C.A.  
Referencias: a Sentencias de la Corte 
Constitucional. 
 
Resumen general Consejo de Estado. 
  











CAPITULO II: LOS DERECHOS LABORALES DE LOS TRABAJADORES EN 
EL MUNICIPIO DE ARMENIA, DURANTE LOS AÑOS 2010 A 2011 
 



















N  AL 
EMPLEADOR.
ORDENAR AL PAGO 
DE LAS PRESTACIONES 
SOCIALES QUE DEBIÓ 





 CONSEJO DE ESTADO 




Datos generales del departamento del Quindío y del municipio de Armenia desde la 
perspectiva del empleo 
 
El Departamento del Quindío se encuentra localizado en el triangulo de oro de 
Colombia, es decir en el centro occidental de la nación, entre las tres principales ciudades 
como es Cali, Bogotá y Medellín, su extensión territorial es de 1.825 Km2 o sea el 0,16% 
del total del país. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi nos ubica dentro “4°044´ Y 4°44 
de latitud norte y los 75°24´ y 75° 52 de longitud al oeste de Greenwich” y continúa 
diciendo que “la totalidad de su territorio corresponde a la vertiente occidental de la 
cordillera Central Andes y está formada por suelos volcánicos… Geológicamente se 
distinguen dos formaciones: una al noroeste compuesta por rocas ígneas efusivas como 
andesitas, basaltos y todas de edades  cenozoicas; el resto del departamento lo constituyen 
rocas metamórficas como ectinitas, exquisitos cloríticos y micacitas.. por su topografía 
presenta 4 pisos térmicos distribuidos: En cálido 20Km2, medio 1.088 Km2, frió 400Km2 
y páramo 317Km2. 
 
Tenemos, así mismo, que la mayoría del territorio Quindiano es montañosos, aunque 
cuenta con ligeras planicies, como el llamado Valle de Cócora  Y el Valle del Pisamal o 
Maravelez, que pertenecen, el primero a la cuenca hidrográfica, del rio Quindío; el 
segundo, a la cuenca hidrográfica del río la Vieja.   
De acuerdo al censo de población de 2005 (DANE), tiene una población de 518.691 
habitantes; lo que equivale al 1,25% de la población del país, el 86,6% es del área Urbana 
y el 13,4 de la zona rural. Para el año 2005 la población del municipio de  Armenia,  capital 




del departamento, era del 52,6 de la población del mismo y a la fecha tiene una población 
de 287.000 habitantes. 
 
Se advierte históricamente en la economía Quindiana y del país, el café como 
principal fuente de ingresos de los caficultores y recolectores del departamento,  desde el 
año 1989 debido al rompimiento del pacto de cuotas, baja cotización en los mercados y 
dando como resultado la pérdida de rentabilidad en su cultivo y la revaluación del peso 
frente al dólar, el aumento de costo en la producción, además de las plagas, generó que no 
fuera rentable cultivar más este producto y se pensara en diversificar y renovar los cultivos, 
ya que se podrían tener mayores ingresos con menos costos de producción, la muestra es 
que en 1970 existían en Armenia 8592 hectáreas sembradas, hoy  solamente se encuentra 
3700, ya que en materia de empleo por cada cinco hectáreas erradicadas de café se 
suprimen diez trabajadores.  
 
Con lo anterior se demuestra la cantidad de recolectores que quedaron desempleados 
teniendo que buscar de alguna manera el sustento diario para él y su familia. Lo que se 
pensó en algunos casos, la agro industrialización, específicamente de mermeladas, yogures, 
yucas fritas, lo que no genero ningún resultado relevante para la economía local. En los 
últimos años al turismo en donde se acondicionaron o remodelaron las fincas en hostales 
sin tener ningún conocimiento o tipo de capacitación al respecto. 
 
 El último informe sobre mercado laboral publicado por el DANE para el trimestre 
marzo – mayo presentó a Armenia en segundo lugar de desempleo con un 18.7%, tasa que 




ha venido aumentando ya que en el último trimestre de 2009 era de 17.1% y en el primer 
trimestre de 2010 17.7%, es decir, en los últimos nueve meses la tasa de desempleo 
aumento en Armenia en 1.6% lo que significa 2.400 nuevos desempleados. 
  
El desempleo trae consigo dramáticas patologías sociales cuyos síntomas se expresan 
en: aumento de la informalidad laboral en los grupos vulnerables (menores de edad, 
ancianos, mujeres embarazadas y discapacitados), desplazamiento, corrupción, suicidios, 
delincuencia común, narcotráfico, microtráfico, vendedores ambulantes, invasión de 
espacio público, mendicidad, carteles, etc. 
   
Después del Terremoto del 25 de enero de 1999, se generaron muchas necesidades 
por las pérdidas materiales sufridas en las viviendas, daños en las mismas, pérdida de 
empleo, o simplemente formas informales de ganarse la vida, lo que originó el 
desplazamiento de colombianos y propiamente los habitantes del eje cafetero al viejo 
continente y propiamente a España por razón del idioma, siendo ésta la única salida que se 
veía a primera vista para poder adquirir nuevamente la vivienda y aún para reparar sus 
viviendas, invertir en las nuevas o adquirir nuevamente lo perdido en la catástrofe. A esto 
puede agregarse, el que algunos ciudadanos no encontraron trabajo tan rápido como se 
pensaba, no se emplearon o simplemente fueron deportados sin poder ingresar al país 
destino,  generando la caída de divisas, lo que impidió el envío de divisas para pagar las 
hipotecas, deudas de viajes, invertir en negocios o simplemente la cuota alimentaria o 
mesada para el sustento de las familias que viven a expensas de estas. Según la estadística 
las remesas de los emigrantes de Colombia en el mundo alcanzaron 4.800 millones de 




dólares en 2008 casi 8% más que en el 2007, de los cuales se estima llegaron al Quindío el 
4.5%. 
 
Aunado a lo anterior, es importante destacar la incidencia de la crisis financiera 
internacional en la actividad económica de 2008, la problemática con los países vecinos de 
Ecuador y Venezuela frente al comercio internacional de los productos que Colombia 
exporta hacia estos, por todo lo anterior más de la mitad de la población económicamente 
activa (PEA) del Quindío, para ser precisos el 50,1% que equivale a más de 124.000 
personas llevan una vida indigna porque o  no trabajan o medio trabajan, en donde se raya 
con nudos de pobreza y aun de miseria como es el caso de familias que ningún miembro 
de la familia trabaja y escasamente consumen una sola comida al día o su alimento se limita 
al consumo de agua con sal. 
  
El Estado es el mayor empleador en este departamento y no propiamente por el 
personal de carrera administrativa, debido a reestructuraciones que se han venido 
presentando, porque de la ocupación de empleos públicos del 6,5% en el año 2002 se paso 
a 4,3% en el 2009, más bien por nominas paralelas a través de los famosos contratos de 
prestación de servicios, ya que existen otros sectores como son el comercio con un 30% y 
otros de servicios como financieros, hoteles, transporte, etc. 
 
Así mismo la migración rural-urbana es un fenómeno que ha tenido diversos ritmos 
e intensidades en la vida colombiana y que de uno u otro modo ha tocado el ritmo de vida 
en la ciudad de Armenia y en los demás Municipios del Departamento del Quindío. 





La búsqueda de unas mejores condiciones de vida, la posibilidad de una ubicación 
laboral ante las restricciones que el campo ofrece en el Departamento, y el espejismo que 
la ciudad representa, han propiciado la salida permanente de los campesinos hacia la 
ciudad, pero además han trastocado todo el esquema laboral que hace 30 o 20 años se 
manejaba en el Departamento y en todos sus municipios; además de estas motivaciones, 
fenómenos histórico-políticos, como la violencia, ubicada como constante en la realidad 
nacional, que no es ajena en esta tierra Quindiana, han causado importantes impactos en la 
distribución poblacional, laboral y social con sus correspondientes efectos para la ciudad y 
el campo para todos los Quindianos. 
 
ESCENARIO MUNICIPAL “DEBILIDADES, FORTALEZAS Y 
POTENCIALIDADES” EN BUSCA DEL EMPLEO 
 
A continuación se realiza una breve exposición de los temas propios de las 
condiciones actuales del municipio del Municipio de Armenia, Capital del Departamento 
del Quindío, a partir de sus Debilidades, Fortalezas y Potencialidades en busca de la 
conformación desde el Estado y la Sociedad Civil, de estructuras y mecanismos que puedan 
ayudar en la consolidación de una ciudad con Empleo y trabajo digno para sus gentes. 
 
 Armenia, Capital del Departamento del Quindío se encuentra ubicada estratégicamente 
en el triangulo conformado por las ciudades de Bogotá (310 Km.), Medellín (329 Km.) 
y Cali (229 Km.), y del Puerto de Buenaventura a 371 Km.  
 El área total del municipio asciende a 12.241 has., ocupando el área urbana 2.357 
(19.25%) y el área rural 9.884 has. (80.75%). Cuenta en su división política con 10 
comunas y un corregimiento (Caimo).  




 En la totalidad del municipio existen 4.458 hectáreas clasificadas como suelo de 
protección ambiental equivalentes al 36.40% del área.  
 El área urbanizada tanto en el suelo urbano como el suelo rural es de 820 hectáreas,  





 Su crecimiento demográfico ha sido ascendente ya que de los 50.833 habitantes que 
tenía en 1.938 (30.90% del departamento), ha pasado a 159.792 en el año 1.973 
(45.16% del departamento) y a 272.574 habitantes en el 2.006 (52.55%).  
 
 De otra, parte, según las proyecciones del censo de población adelantado por el DANE 
en el año de 1993, el municipio de Armenia en el año 2005 debería contar con una 
población total de 321.378 habitantes, mientras el departamento estimaba su población 
en 612.719 habitantes. Sin embargo, el Censo 2005 estima como población real de 
municipio de Armenia un total de 272.574 habitantes, mientras para el Quindío, la 
población llegó a los 518.691 habitantes.  
 El escenario demográfico de Armenia, de los cuales un 97.23% residen en el casco 
urbano y el restante 2.77% en el área rural; evidenciando una de las densidades 
poblacionales más altas del país 2.223 hab. /km2.  
 De acuerdo a la población estimada para el municipio en relación con la superficie 
urbana y rural de éste, se presentan las siguientes densidades: En el área urbana residen 
13.348 hab. /km2, y por el contrario en el área rural sólo 68 hab. /km2.  
 
 En el contexto poblacional Quindiano Armenia tiene el 52.55% del total de los 
habitantes del departamento. Así mismo, de la población residente en las áreas urbanas 
del Quindío, al municipio de Armenia le corresponde el 60.3% de esta población. Por 
el contrario, del total de la población residente en el suelo rural del Quindío, solo el 7.4 
% se encuentra en el municipio de Armenia.  
 




 Del total de la población del municipio aproximadamente el 52% son mujeres y el 
restante 48% son hombres. Así mismo, se estima que un porcentaje superior al 55% es 
población menor de 35 años.  
 
DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL 
 
 El Informe Regional de Desarrollo Humano del PNUD (2004) mostró que el valor del 
IDH ( Índice de Desarrollo Humano) en los departamentos cafeteros en el último año 
de análisis (2002) fue prácticamente igual (incluso menor) al que obtuvo cada uno en 
el primer año de análisis (1993), lo que sugiere una década perdida en términos de las 
tres capacidades que promueve el desarrollo humano: tener una vida larga y saludable; 
poseer conocimientos y poder acceder a los recursos para lograr un nivel de vida 
decente.  
 
 Volviendo sobre el Informe Regional del Eje Cafetero se encuentra que el Quindío y 
Armenia ocupan el último lugar en nivel de IDH por departamento y capital 
respectivamente, y que ésta ciudad además, es la que más perdió en desarrollo humano 
en todo el periodo del estudio (1993- 2003).2 
 
 Los niveles de desempleo han alcanzado cifras de las mayores proporciones pasando 
en los últimos ocho años de 7.9% en 1996 a un 21.1% en el 2004, que supera el 
promedio nacional. En la actualidad el desempleo local se estima en el 19.4 %. Así, el 
Quindío se ubica dentro de las primeras cinco posiciones de mayor índice de desempleo 
en Colombia.  
 
 Para el año 2005 sumando los desempleados y los subempleados (informales, que 
ganan menos de lo debido o que trabajan por pocos periodos de tiempo) tenemos casi 
150.000 personas en situación laboral crítica, que equivalen a un 25% del total de la 
población departamental.  
                                                            
2 El deterioro de los niveles de desarrollo humano-IDH mostraba para el departamento, un valor de 0.706 en 
1.990, para 1.994 una cifra de 0.741 y en el 2.001 había descendido al 0.732; cuando el contexto nacional 
reflejaba niveles de 0.711, 0.702 y 0.771, respectivamente. 





 De la población urbana del municipio de Armenia, según los datos arrojados por la 
estratificación socioeconómica (2006), el 79% se encuentra en estratos socio-
económicos 1 (21%), 2 (28%) y 3 (30%), en tanto el 11% restantes se ubica en los 
estratos 4, 5 y 6.  
 
 Las cifras sobre desarrollo humano para el Quindío y Armenia su capital, evidencian 
un retroceso de diez años (década perdida), producto de la pérdida de calidad de vida 
y especialmente de sus indicadores: logro educativo y PIB per cápita.  
 
 Las principales problemáticas sociales en Armenia y el Quindío se expresan en: I) 
Problemas en el sector educativo especialmente en temas de deserción y aumento del 
analfabetismo en mayores de 15 años. Frente al contexto departamental, las cifras de 
Armenia son las menores en estos casos, no obstante la difícil situación económica 
generalizada de las familias restringe las posibilidades de una mejor educación para sus 
integrantes, II) Problemas de malnutrición en algunos sectores poblacionales, asociado 
principalmente a que la falta de ingresos de las familias, empieza castigando el renglón 
de alimentos con una reducción de los productos de la canasta familiar básica., III) 
Aumento en la violencia intrafamiliar, que dan cuenta las cifras de las diversas 
entidades del ámbito municipal y departamental vinculadas con la protección y garantía 
de los derechos de la niñez y atención a la familia. 
 DESARROLLO ECONÓMICO Y COMPETITIVO  
 
 La economía de Armenia depende de la producción agrícola (café, plátano y yuca), del 
comercio, los servicios y en menor proporción de la industria, con una creciente 
inserción en el turismo. El Producto Interno Bruto de la ciudad representa más del 50% 
del PIB del departamento, y cerca del 0.5% del país. Según las cifras del DANE la 
ciudad tiene 12.351 unidades económicas, es decir, 55.70% del total del Quindío.  
 
 En términos geo-económicos, su posición estratégica de Armenia presupone un 
escenario potencial de desarrollo para Armenia en la cuenca del Océano Pacífico, en 




términos mercantiles y comerciales, a través de los corredores de conectividad con el 
Valle del Cauca con el Puerto de Buenaventura. Este escenario es de vital importancia 
por cuanto en la Agenda Colombia 2019, se evidencia la apuesta nacional por el 
fortalecimiento de las costas para el mejoramiento de su capacidad competitiva. Y sin 
lugar a dudas la costa pacífica será un escenario de desarrollo para Colombia en los 
próximos años. De allí se pueden derivar amplias posibilidades para Armenia, a través 
de la conectividad vial y la prestación de servicios especializados, de insertarse en los 
escenarios internacionales de cara a los procesos de globalización y a la firma de 
tratados de libre comercio entre Colombia y otros países latinoamericanos, USA, China 
y la Unión Europea.  
 
 Armenia se encuentra a menos de 20 minutos de una infraestructura logística, de carga 
y servicios como es la Zona Franca, el Aeropuerto el Edén, el Centro de Ferias y 
Exposiciones – CENEXPO –, generando una cadena de valor para empresas que vienen 
desarrollando su plataforma productiva en esta zona del Eje Cafetero y que hacen parte 
de los procesos de inserción internacional.  
 
 Adicionalmente, su cercanía a los principales Parques Temáticos como el del Café, 
Panaca, Mariposario, entre otros, hacen de la ciudad un territorio propicio para 
adelantar inversiones en el sector turístico aprovechando el crecimiento del sector y la 
expansión de la demanda de servicios.  
 La conectividad vial con las ciudades de Manizales, Pereira y Cali, y los nuevos 
proyectos como el del Túnel de La Línea, colocan a Armenia en una situación 
privilegiada a nivel nacional, acercándola a los centros de consumo del país y a las 
zonas proveedores de insumos, lo cual ha permitido por un lado potenciar sus ventajas 
comparativas y generar nuevas ventajas competitivas en términos de logística y 
servicios, por el otro lado, insertarse paulatinamente en los procesos turísticos de la 
nación y de la región, como una ciudad receptora y generadora de flujos turísticos.  
 
 Pese a todas las opciones reales que tiene comparativamente el municipio, Armenia, no 
puede seguir fundamento su discurso del desarrollo en el solo hecho de estar bien 




ubicados y con amplia dotación de infraestructura local y regional. De no generar 
estrategias de competitividad en el corto y mediano plazo, estas aparentes ventajas de 
Armenia y el Quindío pueden desaparecer, por la construcción de nuevos escenarios y 
alternativas de desarrollo sostenible en otras zonas del país y de la región (como un 
eventual proceso de consolidación de Tribugá, o el fortalecimiento de la red 
aeroportuaria multimodal del Eje Cafetero).  
 
 De otra parte, según la Cámara de Comercio de Armenia (2004) en cuanto a la 
participación empresarial en el Quindío, la microempresa representa el 95.86% del total 
de unidades productivas existentes, la pequeña empresa el 3.19%, la mediana el 0.4% 
y la gran empresa el 0.56%. Para la Cámara de Comercio de Armenia y las autoridades 
en general es importante mirar como la PYME tiene una predominancia interesante en 
la actividad productiva regional, pues ello se convierte en el mejor soporte para trabajar 
acertadamente en la implementación y el diseño de políticas coherentes para estimular 
la reactivación económica.3  
 
 La inversión en nuevas sociedades ha sido ascendente en los últimos años, de acuerdo 
a cifras de la Cámara de Comercio, desde el año 2.004 su nivel ha pasado de $5.500 
millones en el 2.004 a $11.800 millones en el 2.005, con una importante participación 
de la ciudad.  
 
 El agotamiento del modelo productivo y la terciarización de la economía se evidencian 
en cifras de la Cámara de Comercio de Armenia que muestran que más del 60% de las 
empresas pertenecen al sector comercio y que de las empresas registradas más del 95% 
son micros, que manejan un nivel bajo de activos, que les impiden hacer aportes 
significativos en la productividad y competitividad departamental.  
 
                                                            
3 Panorama Cámara No.1. Estructura Empresarial del Quindío. Agosto de 2004, Armenia, Quindío.  




 Como datos históricos de relevancia, se encontró que en el año 1945, Armenia 
participaba con el 1.27% de la mano de obra ocupada en la industria nacional, y que 
para el año de 1995, esta participación sólo alcanzó el 0.28 %.4  
 
 Los incentivos que el municipio tiene para los nuevos y existentes empresarios en 
términos de exenciones hasta por 10 años han propiciado no solamente dicha inversión, 
sino la consolidación de sectores productivos en el ámbito de la agroindustria (café y 
derivados, plátano y yuca), el comercio de las grandes superficies y los servicios 
turísticos, de salud y software.  
 
 El centro de la ciudad contempla 2.106 unidades económicas, de las cuales el 8.10% 
son de la actividad comercial, el 5.44% de las de servicios y el 1.77% de la industria, 
para un total del 17% de la dinámica empresarial de la ciudad, según información del 
censo del DANE.  
 
 La importancia del centro radica en el desarrollo de actividades empresariales que le 
generan a la ciudad un valor agregado comercial y de servicios. La densidad 
empresarial del centro implica que por cada 10 habitantes hay una unidad económica, 
mientras que para la ciudad este indicador es de 22 unidades económicas por habitante. 
El centro se convierte para la ciudad y para el Quindío en un centro habitacional, de 
negocios, comercial, turístico y de cultura.  
 
 La dinámica económica, comercial y turística en parte se ha perfilado en el centro de 
la ciudad, en el cual no solamente se encuentran el 17% de la empresarialidad, con un 
alto peso del comercio y los servicios financieros, sino el 8% de la población; 
generando una zona de negocios, habitacional y comercial, que le dan un valor 
agregado a los habitantes residentes y foráneos.  
 
                                                            
4 Estas cifras continuaron teniendo tendencia decreciente, por lo que se estima que en la actualidad, la cifra 
de participación debe ser menor. Ello evidencia, el proceso de desindustrialización que afronta el Quindío y 
Armenia, como epicentro departamental (en procesos de industria media y liviana) en las últimas décadas.  




 Se presenta un incremento de la pequeña propiedad, especialmente de menos de una 
hectárea (minifundismo).  
 
 El sector rural del departamento y especialmente su capital vienen sufriendo una 
acelerada fragmentación territorial, producto de nuevos predios rurales y suburbanos.  
 
 En el ámbito rural, Armenia se ha especializado en la producción de café, plátano y 
yuca, orientando 9.872 hectáreas de su territorio a la producción de 81.347 toneladas 
en el año 2.004 para los mercados nacionales e internacionales.  
 
 Es de resaltar en los últimos años como la producción de flores, artesanías de guadua 
y la elaboración de subproductos del café han logrado llegar a los mercados 
internacionales como una estrategia de internacionalización de la ciudad. 
 
 Frente al comportamiento de las exportaciones de café (tradicionales) del Quindío en 
el periodo 1994- 2004, en el año 1997 se presentó un pico que se explica por la última 
bonanza (coletazo) cafetera. A partir de 1998 se evidencia un comportamiento 
decreciente de las exportaciones de café, con un leve repunte durante el año 2004. 
Frente a ello, es importante señalar que Armenia, pese a este escenario y pese a su baja 
participación en la producción agrícola departamental, aún tiene una dependencia 
significativa del cultivo de café.  
 
 La conformación de Cooperativas de Trabajo Asociado que realizan la contratación de 
forma ilegal, realizando una intermediación laboral prohibida y que evaden los 
compromisos de estabilidad y de crecimiento laboral con sus empleados.  
 
 El panorama de las exportaciones no tradicionales en el departamento, en el cual 
Armenia participa con el 10%, mostró un comportamiento con un repunte significativo 
en los últimos 6 años. Se estima que para el año 2006, las exportaciones no tradicionales 
alcanzaron los 22 millones de dólares. Sin embargo, el panorama no es del todo 
alentador, pues más del 60% de estas exportaciones corresponden a dos empresas (entre 




ellas Printex) que distorsionan la medición de las exportaciones locales no 
tradicionales.  
 
 En resumen, el escenario económico de Armenia tiene como limitante un 
agotamiento del modelo económico que se expresa en problemas de productividad y 
competitividad, derivado de: I) Agotamiento del modelo cafetero), II) Escasa 
diversificación, III) Alta migración campo ciudad, asociada al fenómeno de 
recepción de familias desplazadas, IV) Altos niveles de desempleo y subempleo, V) 
Concentración urbana de la población, VI) Terciarización ―perversa de la 
economía local con baja capacidad de la industria liviana, VII) Deterioro de los 
niveles de desarrollo humano, VIII) La Conformación de Cooperativas de Trabajo 
Asociado Ilegales, y IX) Ausencia de cadenas productivas consolidadas.  
 
 Durante el año 2005 se adelantó la discusión de La Agenda Interna para la 
Productividad y la Competitividad del Quindío, que definió las cadenas productivas y 
proyectos estratégicos que el departamento adelantará en los próximos años, para su 
inserción en los procesos de competitividad y tratados internacionales de comercio que 
propone el país, de cara a su agenda Colombia 2019. Las apuestas productivas definidas 
corresponden a: I) cadena transversal del conocimiento, II) cadena de la agroindustria, 
III) cadena del turismo; IV) cadena del software, y V) cadena de desarrollo de 
productos locales. Hacia estos sectores se debe enfocar el modelo productivo local. 
Más allá de eso, corresponde a Armenia definir su articulación y papel en este modelo 
productivo subregional y regional, y a través de que enfoque o especialización 




 El subsistema hídrico se ve beneficiado por la inmensa red de cañadas y quebradas que 
ocupan una gran porción del territorio municipal equivalente a casi el 36% de la 
totalidad.  
 




 La ciudad cuenta con aproximadamente 122 drenajes (cañadas o quebradas) que la 
atraviesan en todo su casco urbano, y que se agrupan en 54 quebradas, que su a vez 
conforman 18 micro cuencas. El estudio de Caracterización de las Micro cuencas 
urbana adelantado por la Fundación Semillas de Vida (CRQ y Alcaldía de Armenia) 
presenta importantes estrategias para la apropiación y conservación de estos escenarios 
urbanos. En éstas micro cuencas existe una gran diversidad biológica de flora y fauna 
propia de la región, que debe ser protegida, valorada y asumida dentro de políticas de 
sostenibilidad ambiental de la ciudad, y como una nueva ventaja competitiva de este 
territorio.  
 
 Las condiciones biofísicas de Armenia, la convierten en una ciudad con características 
únicas de paisaje, biodiversidad de flora y fauna, estructura urbana y condiciones para 
el asentamiento humano, entre otras.  
 
 El crecimiento urbano (expansión) de Armenia amenaza con la desaparición, en el 
mediano plazo, de las cuatro veredas de las zona norte del municipio, lo cual tendrá 
altos impactos sobre la biodiversidad del municipio.  
 
 Una problemática del sector rural, frente a la vocación económica (turística) del 
municipio es la privatización del paisaje, que paradójicamente se constituye en uno de 
los principales atractivos de la oferta turística de Armenia y el Quindío.  
VULNERABILIDAD Y RIESGO 
 
 Desde el primer Plan de Ordenamiento Territorial (P.O.T.) y con las actualizaciones de 
estudios técnicos de la CRQ se encuentran definidas las zonas de alto riesgo (por 
deslizamiento e inundación en la ciudad). El modelo de ocupación debe dar cuenta de 
estas condiciones de riesgo claramente diferenciables en el territorio, las cuales han 
sido responsables de pérdidas de vidas humanas y cuantiosas pérdidas económicas en 
los últimos años.  
 




 La alta sismicidad de la zona y la presencia de las Fallas Armenia y el Danubio, son 
temas que frente a la gestión del riesgo se deben asumir en la ciudad para hacer 
compatible el asentamiento de la sociedad sobre este suelo.  
 
 Un estudio de la Sociedad de Ingenieros (2005) abordó el tema del retiro de quiebre de 
pendiente que se estableció en el primer POT, arrojando como  recomendaciones 
particulares que: El retiro de 12m del quiebre de pendiente y los porcentajes 
establecidos para estas pendientes, no son criterios suficientes para asegurar unas 
mejores condiciones de mitigación del riesgo. En otras palabras existen suelos urbanos 
donde una construcción tendría las condiciones mínimas de resistencia y seguridad a 
4m del quiebre; en tanto en otros suelos, a 25m del quiebre de pendiente, no se podrían 
encontrar estas condiciones mínimas requeridas. Este es uno de los temas que ameritan 
discusiones técnicas con los especialistas y la autoridad ambiental, para determinar 
criterios que apoyen las decisiones sobre el modelo de ocupación a ser definidas en la 
etapa de formulación.  
 
 A raíz del sismo de 1999, gran cantidad de familias que se encontraban en zonas de 
alto riesgo o inquilinatos en el centro de la ciudad fueron reubicadas inicialmente en 
asentamientos temporales y posteriormente, en el proceso de reconstrucción, les fueron 
adjudicadas viviendas como una solución definitiva. En la actualidad se observa que 
muchas de estas familias están retornando a las zonas de alto riesgo que ocupaban antes 
del sismo, ya que las condiciones de hábitat que encontraron en los nuevos 
reasentamientos, no correspondían a las características socioeconómicas de esta 
población. 
 
 Así mismo, se presenta un fenómeno socio-económico de incapacidad de estas familias 
para sostener sus viviendas (pago de servicios públicos, predial, mejoramiento de la 
casa). La difícil situación socioeconómica del municipio ha hecho que estas familias 
no tengan recursos para llevar alimento a sus casas o pagar los servicios públicos, pero 
son catalogados como ciudadanos con propiedad, que tienen nuevas obligaciones con 
el Estado.  




 En las actuales condiciones de Armenia, los procesos de planificación del desarrollo 
deben proponer una intervención real y sostenible en el tiempo para impactar la 
disminución de lógicas y prácticas cotidianas que generan nuevos factores de 
vulnerabilidad en algunas dimensiones del desarrollo. Dejar de considerar variables 
como los modos de ocupación del territorio, la fragmentación de las redes sociales en 
los ámbitos comunitario y local, los escasos escenarios de participación ciudadana en 
los asuntos y decisiones públicas, un modelo de administración con gobernabilidad 
restringida, baja noción del riesgo, escasa reinversión de excedentes económicos, 
disminución del ingreso promedio de las familias, entre otras, es permitir que en la 
pequeña dinámica cotidiana se construyan nuevas vulnerabilidades o se incrementen 
las ya existentes, con efectos importantes para el desarrollo municipal. Marginalidad y 
exclusión son fenómenos sociales que se vinculan a la crisis de los modelos y enfoques 
del desarrollo que no han servido para orientar el crecimiento armónico de nuestra 
sociedad y que se convierten en problemas centrales en la construcción de lo público. 
La inequidad en las oportunidades de ingreso, de conocimiento y de posibilidades de 
realización humana y ciudadana son, sin lugar a dudas, las connotaciones más 
importantes del fenómeno de exclusión social. Siguiendo la noción de capital social, la 
triple condición de marginalidad económica, política y territorial de algunos sectores 
poblacionales, los condena a permanecer dispersos y atomizados; pero ante todo les 
resta perversamente, la capacidad de participación, deliberación, argumentación y 
persuasión sobre asuntos de interés colectivo  
 
 La construcción inadecuada de infraestructura, la destrucción progresiva del medio 
ambiente, la contaminación, la sobrepoblación de zonas peligrosas, el crecimiento 
urbano desordenado y la sobreexplotación y uso irracional de los recursos naturales, 
son algunas de las vías que la gran mayoría de las ciudades han seguido para elevar sus 
niveles de desarrollo, pero al mismo tiempo son factores que han contribuido a elevar 
la vulnerabilidad o a acumular una serie de vulnerabilidades a lo largo del tiempo. Todo 
lo anterior describe un círculo vicioso, en el cual los diferentes actores sociales generan 
vulnerabilidades que se revierten posteriormente en impactos negativos sobre el 
desarrollo mismo. La ruptura de este círculo vicioso es el objetivo fundamental que se 




persigue con el manejo de los riesgos, focalizado en la reducción de las 





 Los suelos de Armenia, en su mayoría tienen una alta vocación agrícola, clasificados 
como suelos aptos para un sinnúmero de productos. No obstante, también son suelos 
frágiles y se requiere de medidas especiales sobre el ordenamiento territorial para su 
protección y uso adecuado.  
 
 El municipio de Armenia cuenta con un total de veinticuatro (24) veredas dentro de su 
suelo rural. Para  el análisis de las condiciones productivas de estos sectores rurales, se 
tomo como insumo el Estudio socio-económico del área rural de Armenia (2004), 
adelantado desde la Secretaría de Desarrollo Económico de la Alcaldía de Armenia.  
 
 El atributo de suelo en el municipio se ha visto afectado por diferentes procesos entre 
los cuales está el turismo que ha generado pérdida en la capacidad productiva agrícola 
de Armenia, viéndose vulnerada nuestra seguridad alimentaria.  
 
 El Plan de Ordenamiento Territorial vigente para el municipio, determina el 
fortalecimiento del Corregimiento de El Caimo y ocho centros poblados mas, como 
una estructura básica de ordenamiento en el suelo rural del municipio. La pertinencia 
y viabilidad de estos centros poblados debe ser revisada a la luz del modelo de 
ordenamiento propuesto en la revisión del P.O.T., considerando las variables señaladas 
de vulnerabilidad social, económica y territorial del sector rural del municipio.  
 
 Uno de los mayores problemas que afronta el sector rural del municipio y que puede 
ser un fenómeno creciente en el departamento es la alta subdivisión predial, motivada 
principalmente por la tendencia de segunda vivienda y el desarrollo de las actividades 
turísticas, con mayor énfasis en los últimos diez años. Para el año 1996 el municipio de 




Armenia contaba con aproximadamente 1.700 predios rurales y para el año 2004 el 
número de predios alcanzaba una cifra  cercana a los 8.400. De igual forma, para el 
caso de Armenia, el número de predios menores de una hectárea alcanzan los 7.445.87.5  
 
 Dicha división predial ha arrojado para el municipio de Armenia una extensión 
promedio de predio rural de 1.16 hectáreas, lo cual pone en tela de juicio la capacidad 
de producción agrícola sostenible con predios tan reducidos, y consecuentemente las 
posibilidades de la soberanía alimentaria.  
 
 
DESARROLLO URBANO  
 
 La configuración urbana de la ciudad muestra tres zonas reconocibles, de acuerdo a sus 
características propias, como topografía, forma de ocupación del territorio, dinámica 
de usos, etc. Esta configuración puede asimilarse a la forma de una mano, donde la 
palma corresponde al área central de la ciudad con tipología urbana de damero, el 
antebrazo a la ciudad desarrollada a lo largo de los ejes viales de la Carrera 19 con 
tipología de ciudad lineal, la Avenida Bolívar y la Avenida Centenario y los dedos 
conformados por los barrios del sur y occidente de la ciudad, asentados sobre una 
topografía abrupta y separados entre sí por quebradas con tipología de abanico. Estas 
zonas se clasifican de la siguiente manera: I) Zona Morfológica Homogénea Centro, 
II) Zona Morfológica Homogénea Norte, y III) Zona Morfológica Homogénea Sur-
occidente.  
 
 La primera Zona Morfológica Homogénea corresponde al centro tradicional de la 
ciudad, caracterizado por su trazado y disposición de manzanas con base a una retícula 
como resultado del proceso fundacional de la ciudad. Allí se concentran los usos 
comerciales y de servicios más representativos de la ciudad, al igual que las sedes 
institucionales y del gobierno local y departamental. Este centro es un claro referente 
                                                            
5 Instituto Geográfico Agustín Codazzi “IGAC” (2007).  




urbano no sólo para los habitantes de Armenia, sino para todos los habitantes del 
Quindío.  
 
 La Zona Morfológica Homogénea dos, corresponde a la conformación lineal 
desarrollada en el sector norte de la ciudad, asociada a la dinámica de los ejes viales de 
la Carrera 19, la Avenida Bolívar y la Avenida Centenario. Ésta se caracteriza por 
contar con unas mejores condiciones de espacio público, infraestructura, servicios 
públicos, entre otros. El uso predominante en este sector es de carácter residencial, en 
coexistencia con algunas actividades comerciales y de servicios.  
 
 El tercer tipo de ciudad se genera dadas las características físicas del territorio que 
arrojan una conformación espacial con bordes naturales intercalados con ejes 
urbanizados producto de las formas de crecimiento espontáneo de la ciudad. Ello ha 
dando como resultado una agrupación difusa soportada en la plataforma ambiental 
(cañadas o quebradas) y con inmensos potenciales, pero que no ha sido reconocida ni 
apropiada en la memoria colectiva de los habitantes de estos sectores.  
 
 Algunos de los Macro proyectos estratégicos que irán de la mano con los procesos de 
ordenamiento de la ciudad y que corresponden a la ejecución del primer POT que se 
adelanta actualmente, corresponden a: I) Centro comercial de Cielos Abiertos y Centro 
comercial Popular, en el marco del proceso de humanización del centro, II) Renovación 
Urbana del Parque Uribe, para el cual se adelanta la formulación de un Plan Parcial, 
III) Desarrollo viales en el anillo vial central e interconexiones barriales en diversos 




 Al revisar la demanda de vivienda que tendrá nuestro municipio en el periodo de 
vigencia del próximo Plan de Ordenamiento, encontramos que de acuerdo a estimados 
del posible crecimiento de la población (con la proyección de las cifras DANE 




disponibles) se formarán aproximadamente 14.829 nuevos hogares, los cuales deberán 
asentarse en nuestro territorio y son demandantes de vivienda.  
 
 En la actualidad existen algunos sectores dentro del perímetro urbano (vigente) que no 
han sido urbanizados, principalmente en el sector de la carrera 19 y la Avenida 
Centenario, y algunos sectores en el sur de la ciudad. Considerando que en estos 
sectores se urbanice con una densidad promedio (baja) y se aseguran unos espacios 
adecuados para el equipamiento colectivos, vías y espacio público, se podrían alojar 
allí aproximadamente 6.729 viviendas. Así mismo, el Plan de Ordenamiento Territorial 
1999- 2006 estima tres zona de expansión para el municipio (Sector de San Juan, sector 
de la Patria – La Maravilla- , y sector de puerto Espejo). Al considerar su urbanización 
con densidades promedio (baja) y se aseguran unos espacios adecuados para el 
equipamiento colectivos, vías y espacio público, se podría tener una oferta de más de 
35 mil casas, que suplirían las demandas de vivienda nueva para los próximos años.  
 
 Estas zonas de expansión están caracterizadas, por la ausencia de un sistema integral 
de movilidad peatonal y vehicular, sistemas de servicios públicos domiciliarios, 
sistema de espacio público y equipamientos colectivos que soporten de manera 
adecuada las viviendas que puedan asentarse allí.  
 En la actualidad existen 13 sectores consolidados como barrios que se encuentran por 
fuera del perímetro urbano de Armenia. La gran mayoría corresponde a barrios del 
proceso de reconstrucción, donde se estiman aproximadamente 6.041 viviendas por 
fuera del perímetro. Estos sectores no han sido legalizados por parte de los 
constructores privados para que el municipio los pueda recibir e incorporar al perímetro 
urbano.  
 
ESPACIO PÚBLICO  
 
 El sistema de Espacio Público de la ciudad de Armenia está clasificado en diferentes 
subsistemas que van más allá de los elementos físicos de recorrido y permanencia y se 
constituyen como factores generadores de calidad de vida para la población.  





 Al interior de la ciudad, el espacio público también juega un papel fundamental y está 
soportado en los subsistemas de plazas y plazoletas, de las cuales son las más 
representativas la Plaza de Bolívar, la Plaza de la Quindianidad en el CAM y la 
proyectada Plaza de la Estación.  
 
 El sistema de parques es muy representativo para la ciudad tanto el nivel local como en 
el nivel barrial en términos de cantidad de escenarios, mas no en términos de calidad 
de estos espacios para la apropiación de los ciudadanos, ni de su adecuado 
mantenimiento.  
 
 Hay déficit de elementos que articulen los diferentes espacios públicos verdes de la 
ciudad. Sumado a ello, la movilidad juega un papel fundamental en el espacio público 
más allá de las vías y el transporte.  
 
 Los estándares internacionales establecen un mínimo de 15 m2 de espacio público por 
habitante urbano, pero en el caso de Armenia, según estudios al respecto, se cuenta con 
menos de 1,6 m2 por habitante, frente a un potencial de 31m2 por habitante si se 
incluyesen al sistema los más de siete millones de metros cuadrados de Zonas de 
Protección ambiental como Espacio Público utilizable.  
 
 Las intervenciones propuestas en el primer P.O.T. que ya se han venido adelantando 
por las últimas administraciones, tales como el Centro Comercial de Cielos Abiertos, 
la renovación de los parques Cafetero y Sucre y el Plan Parcial del Barrio Uribe entre 
otras, han contribuido al mejoramiento del estándar cualitativo de Espacio Público del 
municipio de Armenia, ayudando además al mejoramiento de la infraestructura 
peatonal, pero dinamizando también económica y socialmente al Municipio.  
 
EQUIPAMIENTO COLECTIVO  
 




 En la actualidad Armenia tiene una gran demanda de espacios y equipamientos para el 
ocio, la recreación y el deporte como canchas deportivas, polideportivos y gimnasios, 
así como de carácter cultural como auditorio, bibliotecas, y teatros, como consecuencia 
del gran desarrollo de vivienda de interés social posterior al sismo de 1.999. Un alto 
porcentaje de los pobladores de la ciudad son jóvenes, niños pequeños y estudiantes, 
que buscan largos tiempos de permanencia en estos equipamientos y encontrar todos 
aquellos servicios básicos complementarios a la vivienda como guarderías, salones 
comunales, de culto, de ocio y de encuentro social, colegios, centros médicos y 
establecimientos de comercio y servicios cercanos a la vivienda.  
 
 La cuantificación de las demandas de equipamientos sociales está directamente 
condicionada por el volumen y estructura de la población, pero el análisis de sus hábitos 
y características culturales conducirá al ajuste de esta cuantificación y a las decisiones 
sobre localización y características de los mismos.  
 
 La adecuada provisión de equipamientos educativos y de salud, realizada por el proceso 
de reconstrucción no se encuentra complementada con adecuados niveles de dotación 
y presenta una gran dispersión sobre el territorio con carencia de sistemas de 





 La ciudad no posee elementos que promuevan los sistemas de movilidad alternativa 
como la peatonal, la bicicleta, ni tampoco infraestructura para la accesibilidad de 
personas discapacitadas.  
 
 En la actualidad, se esperan los resultados del estudio del Plan vial y de movilidad para 
la ciudad (que adelanta la Universidad del Quindío), que será insumo fundamental para 
la formulación del P.O.T. Ello constituye la actualización del Plan vial que fue 




formulado en el año 1995 por la Universidad del Quindío, y adoptado por el primer 
P.O.T. 1999-2006.  
 
 El sistema vial de la ciudad está articulado en torno a anillos concéntricos en la parte 
central y occidental de la ciudad y el par vial de las carreras 18 y 19 como articuladores 
longitudinales.  
 
 Las dinámicas generadas por las relaciones entre la ciudad de Armenia y los municipios 
vecinos de Calarcá, Salento, Circasia, Montenegro, La Tebaida y los corregimientos de 
El Caimo y Pueblo Tapao, se ven reflejadas en las transformaciones territoriales a lo 
largo de los principales corredores viales que unen estos municipios.  
 
SERVICIOS PÚBLICOS  
 
 Los indicadores de servicios públicos del municipio son muy altos (entre el 90 y el 
99.9%) frente al contexto departamental y nacional, y se convierte en un factor 
competitivo muy fuerte para el municipio.  
 
 A este respecto, los temas de mayor sensibilidad para los ciudadanos no están en el 
campo de la cobertura y disponibilidad del servicio, sino en el plano de la calidad, 
tarifas (del servicio) y de la atención al público (de la empresa prestadora).  
 
 El sistema de alcantarillado de la ciudad de Armenia en su mayoría es de tipo 
combinado (transporta aguas lluvias y aguas residuales, domésticas e industriales). La 
malla de alcantarillado está compuesta por tubería artesanal, Concreto Clase II y 
plástica, en diámetros entre 8 y 40. Además existen 4 Km en Box Coulvert de concreto. 
Se tienen más de 8.000 unidades de cámaras, más de 10.000 sumideros y más de 74.814 
instalaciones domiciliarias (Dic. 05)  
 




 En la ciudad nacen alrededor de 112 quebradas que drenan hacia el Río Quindío, la 
Quebrada Cristales y el Río Espejo. Cerca de 54 de estas fuentes son receptoras de las 
aguas residuales a través de más de 460 descoles y/o puntos de descarga.  
 
8.2.2 Problemas de la sociedad, trabajo y economía de la localidad  
 
Diagnóstico de la Unidad de Análisis Armenia, desde la perspectiva de Mapa de 
Problemas 
 
El espacio social en general6 y la ciudad, como su forma dominante, puede entenderse 
como una organización particular de interacciones complejas reguladas a través de la 
posición, la forma y las estructuras de centralidad de los elementos. La ciudad es un 
microcosmos del espacio social y condensa sus características; no obstante, posee rasgos 
que la hacen particular, que la especifican. La ciudad, como sostiene Luís Mauricio Cuervo, 
es una organización particular de interacciones entre individuos, grupos y actividades. 
En este marco conceptual, Armenia y su estado actual ha sido el resultado de procesos 
y fenómenos socio espacial originado en el contexto internacional, nacional y regional, 
como en el ámbito local. 
 
No podemos dejar de reconocer el rol del café en la colonización del Quindío y en la 
naciente capital, Armenia, de finales del siglo XIX y principios del siglo XX, como 
tampoco, en el período de la violencia de los 50 y en el impacto del modelo de sustitución 
de importaciones en la configuración de la industria regional, y menos, los efectos en el 
territorio del sismo de 1999, y más recientemente la dinámica del turismo. 
                                                            
6 CUERVO, G. Luís Mauricio y Otra. INDUSTRIA Y CIUDADES, EN LA ERA DE LA MUNDIALIZACIÓN UN 
ENFOQUE SOCIO ESPACIAL. Colciencias, Cider. 1997.147 p. 





La dinámica de ocupación del territorio de Armenia ha sido determinada por factores 
demográficos, por los ciclos cafeteros, por la fragmentación de la propiedad que el turismo 
rural ha generado en las últimas dos décadas, por la terciarización e informalización de la 
economía y la desarticulación en los encadenamientos locales (difusa y baja 
especialización productiva de la ciudad). 
 
Toda esta complejidad de factores que históricamente han terminado por afectar el 
desarrollo de la región y de la ciudad, con fenómenos de alto desempleo, subempleo, 
deterioro del desarrollo humano, entre algunos, nos permiten afirmar que el ordenamiento 
del territorio actual tiene serias limitaciones y amenazas que hacen insostenible el 
MODELO DE DESARROLLO, en términos de Calidad de Vida para la población de 
Armenia, ya que una proyección de sus principales variables, como la que han realizado 
algunas instituciones de la región7 (Población, PIB, Usos del suelo, Oferta ambiental,  
Soberanía alimentaria, etc.) nos muestran hacia el futuro una región y una ciudad con 
graves problemas de desarrollo humano, autosuficiencia alimentaria, deterioro de los 
recursos naturales y un estancamiento de los niveles de competitividad. 
 
En este contexto, la dinámica territorial, productiva y económica de la ciudad ha 
estado históricamente muy relacionada con la evolución de la economía departamental y 
regional, como de su propia dinámica local; es decir, la evolución del territorio y su 
                                                            
7 Desde la Misión JICA, a finales de la década del 80 siglo XX; pasando por los diagnósticos de la CRQ, de 
los procesos de planificación estratégicos concebidos desde diversos escenarios locales, departamentales, 
regionales y nacionales, de los diagnósticos posterremoto de 1999; y los estudios del PNUD sobre el Informe 
de Desarrollo Humano; hasta la Agenda Interna del Quindío (2005) y los resultados del componente de 
diagnóstico del Plan de Ordenamiento Territorial de Armenia del 2006. 




estructura económica han estado determinadas por el comportamiento  de la actividad 
cafetera de los demás municipios,  de sus procesos migratorios y demográficos; pero 
también Armenia ha logrado incidir  en las otras localidades, con sectores estratégicos 
urbanos, que si bien han dependido del café, también han logrado consolidar su propia 
dinámica desde este centro urbano (construcción, financiero, comercio, etc.). 
 
De acuerdo con lo anterior, Armenia generó desde los principios del siglo XX, una 
dinámica empresarial y comercial que se reflejaba, por un lado, en los procesos de 
producción, comercialización y exportación de café, ocupando un punto destacado en la 
cadena nacional del café, como veremos más adelante, lo cual incidía en la estructura 
social, productiva y comercial del resto de los municipios (Ortiz, 1985:294-296); pero 
también el papel de la industria hasta mediados del siglo XX, sus relaciones con el capital 
extranjero, los inmigrantes extranjeros( Hincapie, 1995) y la inserción en el modelo de 
sustitución de importaciones, afectaron los procesos de acumulación de los municipios. 
 
Desde los inicios del siglo XX hasta los años 60, la caficultura del Quindío contribuyó 
para que conjuntamente con Armenia, en la exportación de café colombiano tuviera la 
propia marca Café Armenia, lo cual significó que la ciudad tuviera un peso importante en 
los ingresos por ventas externas de café del país, y, por consiguiente, en las relaciones 
comerciales con bancos multinacionales, en el comercio local (que dependía de dichos 
ciclos cafeteros), en la generación de empleo cafetero, en los procesos de trilla y 
comercialización de café, en la logística exportadora hacia el Puerto de Buenaventura, en 
los flujos de importaciones de bienes, es decir, desde esta ciudad se permeaban los diversos 




eslabonamientos productivos y de consumo en el departamento. 
 
Este fenómeno de pérdida de importancia de la economía departamental, se ha visto 
paralelamente reflejada en el papel de Armenia, la cual en las últimas décadas, si bien ha 
logrado concentrar territorialmente la población departamental, y ha logrado mantener una 
dinámica empresarial y comercial, los indicadores continúan mostrando un descenso en su 
competitividad territorial, frente a ciudades vecinas y al contexto productivo cafetero e 
industrial que en los principios de siglo evidenció. 
 
De tal manera que el peso de la industria Quindiana en los años 40 y 50 (ver cuadro 
del personal ocupado en la industria de Armenia, frente al contexto de la industria 
manufacturera nacional), además, de la evolución del café en el ámbito de los mercados 
internacionales, nos permite afirmar que el PIB de la región probablemente estuvo 
alrededor del 2% con respecto al PIB nacional. 
 
Grafica 1.  Participación de Armenia en el personal ocupado de la industria nacional 1945-
1995. 
 






Fuente: Luís Mauricio Cuervo. Industria y Ciudades. 
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ordenamiento del territorio, como son la expansión urbana, la cual desde principios de siglo 
reflejó un crecimiento que se vio interrumpido por la crisis de 1929, pero que a mediados 
del siglo XX se manifestó en el comportamiento y ascenso de los avalúos catastrales 
urbanos, los cuales evidenciaron tasas de crecimiento significativas, superando los niveles 
del sector rural. 
 
La información tomada de un documento del Círculo de Periodistas del Quindío 
(Gallo y Valencia, 1966) , el cual, a su vez, retomo del estudio de la Federación Nacional 
de Comerciantes, y especialmente del investigador Óscar Jiménez López, señalaba la 
evolución del catastro en la ciudad, su dinamismo y crecimiento en la década de los 50 y 
60, como una muestra de la expansión urbana. 
 










Fuente: Instituto Geográfico Agustín Codazzi. Cálculos P.O.T. 
 
La importancia de la economía departamental y de la ciudad, comparativamente con 
la economía del país, empieza a declinar, como se sostuvo anteriormente, por diversas 
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precios internacionales del café, y por consiguiente, del valor de las exportaciones, con una 
pérdida de participación del sector primario y secundario (producción primaria y trilla) en 
la economía nacional. 
 
Las segundas, se manifestaron como una consecuencia de lo anterior, en un mayor 
peso del sector terciario, comercio y servicios, que crecieron gracias al espacio dejado por 
la actividad primaria y el estancamiento de la industria; no tanto por las condiciones 
competitivas de dicha terciarización, sino por la limitada competitividad de los otros 
sectores que propiciaron una base empresarial desequilibrada y desarticulada de las 
cadenas productivas, y que de una forma espontánea empezaron a surgir en la región, como 
el turismo y los servicios. 
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Fuente: DANE  Censos Poblacionales. Cálculos P.O.T. 
 
La dinámica demográfica de la ciudad, frente al departamento, que en el año 1.938 
la participación de la población urbana era del 58% y para el año 2.005 superaba el 97%, 
lo cual no solamente ha incidido en la densidad poblacional, sino en la disminución de la 
capacidad productiva y en la ampliación del perímetro urbano de la ciudad, ya que áreas 
destinadas a la agricultura en el casco rural, se orientaron a la expansión urbana con las 
consiguientes consecuencias de autosuficiencia alimentaria, caída del empleo rural y 
aumento de la demanda de servicios públicos, de infraestructura social y de empleo urbano. 
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Este último fenómeno de aumento del desempleo urbano frente al rural se agudizó en 
los años finales del siglo XIX y primeros años del siglo XXI con el sismo de 1999, 
generando niveles altos de desempleo y subempleo, que tuvieron sus causas por la 
combinación del aumento considerable en la fuerza laboral (impulsado por la crisis cafetera 
y la recesión) con la baja dinámica de generación de empleo (en razón de esos mismos 
choques), con consecuencias en los altos niveles de informalidad y subempleo en la región; 
el aumento previsible de la pobreza en la región, a raíz de la caída en la tasa de ocupación 
(que, de acuerdo con el modelo de determinantes de la pobreza, es uno de los factores que 
más la generan). (PNUD, 2004:100).  
 
Las cifras sobre desempleo y subempleo muestran que en el departamento y su 
capital, Armenia, los niveles bordean el 20% y 30%, respectivamente, ocasionando, por un 
lado, problemas de informalidad social y económica, debido a la generación de actividades 
informales, y por otro lado, la presión sobre el espacio público, principalmente en el centro, 
que agudizan los conflictos del territorio. 
 
PROBLEMAS ESTRUCTURALES DE LA CIUDAD DE ARMENIA 























PROBLEMA CENTRAL DEL DESARROLLO DE LA CIUDAD DE ARMENIA: 
 
 
Inadecuada Gestión Del Desarrollo y Debilidad En El Capital Social Que Se 
Expresan En Condiciones  De Exclusión, Inequidad Y Baja Sostenibilidad: La 
desactivación productiva (desagriculturización, desindustrialización y tercerización de la 
economía) y la exclusión social como fenómenos característicos del departamento y de la 
ciudad no han podido ser resueltos ni mucho menos abordados por el modelo de capital 
social imperante (individualista, bajas alianzas y ausencia de un nuevo contrato social), lo 
  















































cual deja a la ciudad con muchas vulnerabilidades para enfrentar los retos de la 
globalización, la inserción y la atracción. 
 
MODELO TERRITORIAL EXCLUYENTE E INSOSTENIBLE: No se 
entiende como Modelo de Ocupación el patrón de ordenamiento bajo el cual debe 
estructurarse la ciudad a nivel urbano - rural e intra - urbano que determine los parámetros 
sociales, económicos y habitacionales para el aprovechamiento del territorio desde un uso 
sostenible. Área total del municipio de Armenia es de 12.241 hectáreas, de estas, 2.354 
hectáreas corresponden al área urbana equivalentes al 19.25% del total del área municipal 
frente a menos del 2% de la población habitando en suelo rural. En la totalidad del 
municipio existen 4.458 hectáreas clasificadas como suelo de protección ambiental 
equivalentes al 36.40% del área total en la cual existen 122  drenajes (cañadas o quebradas) 
que la atraviesan en todo su casco urbano agrupados en 54 quebradas pero con más de 460 
descoles de aguas negras en sus causes. Para el año 1996 el municipio de Armenia contaba 
con aproximadamente 1.700 predios rurales y para el año 2004 el número de predios 
alcanzaba una cifra cercana a los 8.400 configuración urbana de la ciudad muestra tres 
zonas reconocibles, de acuerdo a sus características propias, como topografía, forma de 
ocupación del territorio, dinámica de usos, etc. Que se asimilan a tres ciudades al interior 
de la misma ciudad.  
 
MODELO SOCIAL INDIVIDUALISTA, CON VULNERABILIDADES 
EDUCATIVAS Y DE SALUD, CON FENÓMENOS DE EMPOBRECIMIENTO Y 
DETERIORO DE LA CALIDAD DE VIDA Y CON DÉBIL CAPITAL SOCIAL QUE 




REPRODUCE CARACTERÍSTICAS DE EXCLUSIÓN: La pérdida de calidad de vida 
expresada en un incremento de los niveles de población en miseria y extrema pobreza (entre 
1.990 y 2.007 se ha pasado del 41% al 80% en los niveles 1 y 2), con deterioro de los 
niveles de desarrollo humano, causado por los altos niveles de desempleo y subempleo 
(19,4% y 33%) han incidido en la exclusión social de la ciudad reflejada en deserción 
educativa (5%), pérdida de capital humano, niveles de desnutrición y maltrato infantil con 
descomposición familiar, aumento de la delincuencia juvenil con mayor consumo de 
sustancias psicoactivas, con bajas prácticas de vida saludable de la población y altos niveles 
de individualismo social reproducen cada vez más este tipo de modelo en la ciudad. 
 
MODELO ECONÓMICO CON LIMITADA COMPETITIVIDAD, INSERCIÓN, 
GENERACIÓN DE VALOR AGREGADO, EMPLEO E INGRESO: La economía del 
Quindío y su capital Armenia reflejan pérdida de niveles de competitividad (se han perdido 
dos puestos en los últimos 10 años, según estudios de la CEPAL), lo cual aunado a los 
ciclos económicos con bajos niveles de crecimiento y generación de valor agregado, 
expresados en las cifras del Producto Interno Bruto (PIB), están incidiendo en los 
fenómenos de desempleo (19,4%) y subempleo (33%). A ello se suma la creación y puesta 
en funcionamiento de Cooperativas de Trabajo Asociado que vulneran los Derechos 
laborales, las garantías de estabilidad y de goce efectivo de los Derechos de los 
trabajadores. 
 
MODELO CULTURAL EXCLUYENTE Y CON LIMITADA IDENTIDAD 
LOCAL: La ciudad no contempla la dimensión cultural como un factor de inserción y 




apropiación de nuestros valores, ya que los ciudadanos no solamente evidenciamos una 
cultura limitante frente a los procesos del desarrollo, sino un bajo sentido de pertenencia, 
identidad y cultura por la ciudad, que se expresa en una poca valoración del patrimonio 
cultural y de las expresiones artísticas como factor de competitividad regional. 
 
MODELO DE GESTIÓN Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CON 
LIMITACIONES PARA DINAMIZAR EL DESARROLLO LOCAL: La estructura de las 
entidades a nivel local evidencia debilidades en la gestión pública que se manifiesta en baja 
capacidad para promover y financiar el desarrollo local (pérdida de competitividad local y 
bajos recursos propios) por la debilidades de los esquemas organizacionales y de gestión 
de calidad de la administración (ausencia de sistemas y modelos de calidad); y a los 
inadecuados procesos de planeación de la ciudad (bajos niveles de prospectiva de la ciudad 
y ausencia de sistemas locales de información, seguimiento y monitoreo de la planeación). 
El derecho a tener un trabajo digno implica que el empleado pueda exigir a su 
empleador las condiciones justas para desempeñar una labor que le permita estar 
libre de humillaciones y de situaciones degradantes tal como se estipula en la 
Constitución Política de Colombia un derecho fundamental es tener un trabajo 
digno es decir que exista equidad y no desigualdad . 
 
Para que se cumpla dicho derecho hay una exigencia de condiciones es  decir un entorno 
de realización como persona frente a la sociedad. 
 
  




9. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
El presente estudio, responde a los continuos cambios que han surgido con respecto 
la VIOLACION DEL DERECHO AL TRABAJO COMO UN DERECHO 
FUNDAMENTAL, las cuales frente a la misma dinámica social en que se desenvuelven, 
han sido desfiguradas y acomodadas a los intereses personales de los dueños de los medios 
de producción, encontrándose un problema adicional, cual es la falta de legislación que 
regule, controle y dirija dicha actividad. Los  procesos de flexibilización en materia  de 
Derecho del Trabajo en Colombia , como en otros países corresponde a complejos  
fenómenos  y relaciones  de índole económica , política  social que sustentan  una amplia  
gama  de cambios  estructurales, políticos  y normativos  con el fin  de afrontar los retos 
que impone una economía  global. Dicho contexto ha influido  igualmente en la 
flexibilización  de la contratación  laboral  a través de las entidades asociativas tales como  
las cooperativas de trabajo asociado, las cuales, además  de sus innumerables beneficios, 
han generado grandes discusiones,  especialmente jurídicas  acerca de su debida utilización, 
ya que en la practica se acercan mas a empresas de servicios temporales. 
 
Los fenómenos globales como la crisis  del capitalismo industrial , la crisis   de los 
Estados  de bienestar, la reorganización geopolítica, la crisis ambiental,  la imposición  de 
la empresa como institución central, la organización  social,  la modernización  económica,  
política,  cultural  y tecnológica la  ampliación  del mercado laboral, la globalización  y la 
problemática de empleo han generado la necesidad de una flexibilización  de las relaciones 
sociales  en general y especialmente  de aquellas en las que interactúan,  el Estado, la 




empresa y las personas; con  ello una legislación  laboral,  un tanto rígida para los interés 
de las empresas. 
 
En el caso  del departamento del Quindío en especial el municipio de Armenia  este 
fenómeno se ha enfrentado  principalmente a través de la creación  social y jurídica  de una 
nueva modalidades de  trabajo y una normatividad más flexible respecto  de las 
modalidades tradicionales,  con el fin  de generar nuevas fuentes de empleo, cuyos  
esquemas  de costos de mano de obra  sean competitivos. 
 
Ante esta realidad económica  actual  y los nuevos  retos  de globalización , las 
empresas  han dejado a un lado  los paradigmas tradicionales  en su sistema  productivo, 
acogiendo nuevos esquemas  de obtención  de mano de obra  como la tercerización  o 
entendida esta como estrategia gerencial  de especialización,  que   utiliza  la 
subcontratación  de procesos  subprocesos , bienes  o servicios  a través  de los cuales  la  
empresa  contrata servicios completos  y no personas, lo que permite disminuir sus costos 
laborales  y operativos  y enfocarse únicamente en los procesos en los que tienen una 
verdadera ventaja competitiva.    
 
Cabe anotar, que respecto de estas  modalidades  existen una falta de regulación  
normativa  y de control por parte de las autoridades competentes lo han  generado  una 
serie  de abusos  de la figura  por parte de las empresas y de esta entidades  tales como la 
coacción de los empleadores  a sus trabajadores  para conformarlas  o asociarse a ellas, la 
práctica de la intermediación  laboral, el envió de los trabajadores  en misión, la falta de 




propiedad de los medios  de producción  y el establecimiento  de regímenes  de 
compensaciones    y de prevención y seguridad social,  por debajo de los derechos  mínimos 
de los trabajadores, que aunque está legalmente permitido, ello representa una desmejora 
de los asociados  que en la  práctica  laboran  en condiciones  similares o iguales  a las de 
los demás trabajadores. 
 
En el año 2004 meses después de que se abrieron  las negociaciones del Tratado de 
libre comercio Colombia y Estados unidos salió a la luz publica la grave practica de la 
violación  de los derechos al trabajo  empresas colombianas, incluyendo  las renglones 
exportadores que se veían  beneficiados con las preferencias  arancelarias  por este acuerdo 
comercial  estaban utilizando la figura  de Cooperativas de trabajo Asociados   como forma 
de intermediación laboral  para reducir los costos  de personal en sus empresas lo que en 
términos de trabajo, significa una práctica del DUMPING social  es decir una reducción 
artificial  del precio del producto por la vía de  evadir legislaciones  en materia social. 
 
La utilización de las  Cooperativas de Trabajo Asociado  es una figura de economía  
solidaria  que se rige  por los principios de solidaridad autonomía, autogestión, equidad y 
protección  social para desconocer las relaciones  de trabajo y reducir los costos laborales 
ha significado  mayor precarización del trabajo reducción  de sus ingresos  imposibilidad 
de organizarse y negociar colectivamente, y, por ende el mayor empobrecimiento. 
 
En las últimas décadas las relaciones de trabajo en Colombia  se han transformado 
significativamente, el contrato de trabajo clásico, amparado de forma especial  por las 




disposiciones del código sustantivo del trabajo , y ha cedido el paso  a las relaciones  de 
trabajo de tipo civil o comercial, a la prestación  de servicios a través de cooperativas de 
trabajo asociados, a la utilización  recurrente de las figuras  de intermediación  laboral o 
mecanismos   de triangulación  en las formas de contratación  en los que el beneficiario  
del trabajo no asume  directamente las obligaciones  en lo relativo a las  prestaciones , la 
seguridad social y los riesgos profesionales  del trabajador. 
 
Sin bien esta figuras están reglamentadas en la legislación , en muchas ocasiones se 
ha recurrido a ellas para ocultar relaciones laborales que implican  dependencia y 
subordinación , figurándose así una práctica ilegal  denunciada ampliamente  por diversos 
sectores  sociales  que se han denominado  como el trabajo falsamente autónomo. El  
resultado del uso recurrente  de esta formas de contratación, bien sea conforme a lo 
estipulado en la ley o por fuera de ella, han sido múltiples  y ambivalentes. Por  un lado , 
la mayor flexibilidad inherente  a estas formas de vinculación  reduce  el grado de 
estabilidad en el empleo, aumentando  así la  incertidumbre de los trabajadores  y sus 
familias , particularmente  de población  que presenta dificultades  para adaptar a nuevas  
realidades o  de aquellos grupos que el mercado laboral tiende a  discriminar  o a excluir. 
Además  puesto que en Colombia  existen una estrecha  conexión  entre la seguridad social  
y el mercado laboral , y la alta rotación entre el empleo y desempleo que estas  formas de 
contratación  suscitan , determinan una suspensión frecuente  de las cotizaciones  que 
garantizan  a los trabajadores el acceso a la salud o la posibilidad de obtener un pensión  en 
la vejez. De esta manera la aspiraciones  de los trabajadores  de antaño de ascender 
posiciones  de una empresa y la menor presión  que  la relativa estabilidad de la que gozaban  




ejercía  sobre las vidas , son remplazadas por una sensación de  angustia  e inseguridad 
permanente , modificando  así la manera que a través del trabajo  se constituye  identidad 
y se logra la integración social  de los ciudadanos. 
 
En adición  a ello, dado que el ordenamiento jurídico  colombiano   protege de manera  
privilegiada al trabajador  cuya  relación  con el empleador  se enmarca  dentro  del contrato 
de trabajo  tradicional , el auge  de esta formas  alternativas  de contratación  ha implicado 
una reducción  de las garantías  y de los derechos de una creciente  masa de trabajadores , 
en relación con los de aquellos  que conservan  el privilegio  de estar  vinculados bajo un 
contrato  laboral. Un ejemplo de ellos  es que los primeros  no tienen derecho  o 
posibilidades reales de acceder a un descanso remunerado, ni a prestaciones  sociales 
propias  de la relación  laboral  ni tampoco  a negociar  sus condiciones  de  trabajo o a 
participar  en actividades sindicales  de tal modo  que la evolución  en las  formas de 
contratación  está ligada al fenómeno de precarización del trabajo y la violación de los 
derechos. 
 
En el ámbito normativo  fueron expedidas la Ley  50 de 1990, La Constitución  
Nacional  de 1991 y la ley 100 de 1993 entre otras normas  los gobernantes recientes han 
continuado la aplicación de las teorías Neoliberales, asegurando la continuidad del modelo  
en el país  con la expedición de la ley  789 del 2002. 
Con la ley  50 del1990, se enfatizó la deslaboralizacion, modificando las formas  de 
contrato de trabajo y su régimen de terminación, modificando temas como el contrato y su 
régimen de terminación  modificando temas como el salario la organización del tiempo de 




trabajo ,, la intermediación, la unidad de empresa, la suspensión del reintegro forzoso, el 
salario integral y las cesantías. La deslaborización se intensifico en nuestro país con  la ley 
789 del 2002 que cambio el horario de las horas diurnas y nocturnas, y disminuyo  los 
derechos  laborales en materia  de dominicales y horas extras, enfatizo el desarrollo del 
denominado  Sistema de Protección Social  que tienen entre sus beneficiarios un subsidio 
de desempleo, descuentos  en los pagos de nóminas frente las obligaciones  estatales  por 
contracción  del población vulnerable, y desarrollo del contrato de aprendizaje, con el fin  
de estimular  la generación  de empleo para la población joven. 
 
 Dentro de las formas de deslaborazacion en Colombia encontramos  entre otras. Las 
Cooperativas de Trabajo Asociados  “ CTA” que se definen como organizaciones  sin 
animo de lucro, pertenecientes al sector  solidario  de la economía  y que asocian a personas  
que simultáneamente son gestoras, contribuyen económicamente a la cooperativa  y sin 
aportantes directos  de su  capacidad de trabajo  para el desarrollo  de actividades 
económicas, profesionales o intelectuales, con el fin  de producir en común bienes, ejecutan 
obras o prestar  servicios  para satisfacer las necesidades de los sus asociados y la 
comunidad  en general  se caracteriza por no tener ánimo de lucro. 
 
Mediante la ley 79 del 1988 se actualizo  la legislación sobre las cooperativas  en 
Colombia  el decreto 468 del 1990 reglamento la ley  señalada y en el año 1998 la ley 454 
determino el marco conceptual regulador  de la economía solidaria. Las formas  asociativas 
de trabajo  se encuentran consagradas en los artículos 58 y 333 de la Constitución Política 
de Colombia , la circular No 0067 de 2004 del Ministerio de Protección  Social  y la 




superentendía  de la Economía  Solidarias , efectuó la  distinción  entre las Cooperativas 
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